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En mayo de 1999, la Comunidad Andina de Naciones (CAN) celebraba en Cartagena de Indias su trigésimo aniversario de existencia; esta fue una ocasión propicia para revisar y evaluar la actuación de este grupo de Integración suramericano, pero sobre todo, para analizar las perspectivas del grupo a fin de insertarse en un mundo globalizado con cara al nuevo milenio que ya estamos viviendo.


El proceso de integración andino se ha enfocado hasta ahora en el proceso económico. Por lo tanto se esperaría que en este ámbito los resultados concuerden con las expectativas. Pero el proceso se ha destacado por su retraso respecto a los plazos previstos y su lenta evolución; en menos de 10 años el Mercosur ha obtenido mejores resultados que la CAN en 30.


Sin embargo existen factores que justifican esta situación. En primer lugar la dinámica de un proceso de integración depende en gran medida de sus miembros, es decir de los países que lo conforman. En ese sentido no se puede comparar la situación económica de Brasil o Argentina con la de los países Andinos
. Por otro lado dicho proceso tuvo que enfrentar la crisis de la deuda externa y la década pérdida de América Latina, mientras que el Mercosur sólo ha actuado en una coyuntura de fomento al libre comercio y la integración, como es la de la década de los noventa. No obstante existe una realidad innegable y es la de la consolidación de un mercado ampliado. La armonización de políticas y las normas comunitarias han permitido obtener importantes avances en muchos aspectos

Los antecedentes de la Comunidad Andina
 se remontan al 26 de mayo de 1969, cuando un grupo de países sudamericanos del área andina suscribieron el Acuerdo de Cartagena, también conocido como Pacto Andino, con el propósito de establecer una unión aduanera en un plazo de diez años.

A lo largo de casi tres décadas, el proceso de integración andino atravesó por distintas etapas. De una concepción básicamente cerrada de integración hacia adentro, acorde con el modelo de sustitución de importaciones, se reorientó hacia un esquema de regionalismo abierto.

La intervención directa de los presidentes en la conducción del proceso dentro del nuevo modelo, impulsó la integración y permitió alcanzar los principales objetivos fijados por el Acuerdo de Cartagena, como la liberación del comercio de bienes en la Subregión, la adopción de un arancel externo común, la armonización de instrumentos y políticas de comercio exterior y de política económica, entre otros.

El grado de avance alcanzado por la integración y el surgimiento de nuevos retos derivados de los cambios registrados en la economía mundial, plantearon la necesidad de introducir reformas en el Acuerdo de Cartagena, tanto de carácter institucional como programático, lo que se hizo por medio del Protocolo de Trujillo y el Protocolo de Sucre, respectivamente.

Las reformas institucionales le dieron al proceso una dirección política y crearon la Comunidad Andina (CAN) y el Sistema Andino de Integración (SAI). Las reformas programáticas ampliaron el campo de la integración más allá de lo puramente comercial y económico.

A partir del 1 de agosto de 1997 inició sus funciones la Comunidad Andina con una Secretaría General de carácter ejecutivo, cuya sede está en Lima (Perú). Se formalizó también el establecimiento del Consejo Presidencial Andino y del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores como nuevos órganos de orientación y dirección política. Se amplió además el papel normativo de la Comisión, integrada por los Ministros de Comercio, a los ministro sectoriales.

La CAN tiene como objetivos los siguientes:

· Promover el desarrollo equilibrado y armónico de los países en condiciones de equidad, mediante la integración y la cooperación económica y social.

· Acelerar el crecimiento de los países andinos y la generación de ocupación.

· Facilitar la participación en el proceso de integración regional con miras a la formación gradual de un mercado común latinoamericano.

· Propender a disminuir la vulnerabilidad externa y mejorar la posición de los países miembros en el contexto económico internacional.

· Fortalecer la solidaridad subregional y reducir las diferencias de desarrollo existentes entre los países miembros.

Definir políticas sociales orientadas a la elevación de la calidad de vida y al mejoramiento del acceso de los diversos grupos sociales de la subregión a los beneficios del desarrollo.

Para alcanzar estos objetivos se emplearán los siguientes mecanismos
: Un programa de liberalización total del intercambio comercial; Un Arancel Externo Común; La harmonización gradual de políticas económicas y sociales y la aproximación de las legislaciones nacionales en las materias pertinentes; Intensificación del proceso de industrialización subregional; Programas para acelerar el desarrollo de los sectores agropecuario y agroindustrial; Acciones en el campo de la integración física y fronteriza; Programas para el desarrollo científico y tecnológico; y Programas de Desarrollo Social.

En esta breve cronología
 se presentan los hechos más relevantes desde la fundación del Acuerdo de Cartagena:

26-5-1969
Suscripción del Acuerdo de Cartagena.

13-2-1973
Adhesión de Venezuela al Acuerdo de Cartagena.

30-10-1976
Retiro de Chile del Acuerdo de Cartagena.

28-5-1979
Suscripción del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia.

25-10-1979
Creación del Parlamento Andino.

12-11-1979
Creación del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.

19-5-1983
Entra en vigencia el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia.

12-5-1987
Suscripción del Protocolo de Quito.

17-12-1989
Presidentes aprueban Diseño Estratégico en Galápagos.

22-5-1990
Creación del Consejo Presidencial Andino.

29-11-1990
Presidentes adelantan plazos para formar Zona de Libre Comercio.

17-5-1991
Presidentes aprueban política de cielos abiertos y profundizar integración.

5-12-1991
Presidentes aprueban Acta de Barahona por medio de la cual disponen la adopción de un arancel externo común (AEC) con base en 4 niveles.

27-8-1992
Suspensión temporal, por parte de Perú, de sus obligaciones respecto al Programa de Liberalización.

31-1-1993
Entra en pleno funcionamiento la Zona de Libre Comercio para Bolivia, Colombia, Ecuador y Venezuela.

26-11-1994
Aprobación del Arancel Externo Común por medio de la Decisión 370.

1-2-1995
Entra en vigencia Arancel Externo Común.

5-10-1995
Presidentes aprueban, en Quito, Nuevo Diseño Estratégico.

10-3-1996
Presidentes aprueban Protocolo de Trujillo.

3-8-1996
La Comisión del Acuerdo de Cartagena aprueba, mediante Decisión 395, el marco regulatorio para el establecimiento, operación y explotación del
Sistema Satelital "Simón Bolívar".

25-6-1997
Se aprueba Protocolo de Sucre.

30-7-1997
Se logra acuerdo para la incorporación gradual de Perú a la Zona Andina de Libre Comercio (Decisión 414)

1-8-1997
Entra en funcionamiento la Secretaría General de la Comunidad Andina.

15-1-98
I Reunión de Representantes Máximos de los Órganos e Instituciones que integran el Sistema Andino de Integración.

19 y 20-1-1998
Se inicia el diseño para definir la política exterior de la Comunidad Andina.

2 y 3-3-1998
Primera Reunión del Consejo Asesor de Ministros de Hacienda y Finanzas, Bancos Centrales y Responsables de Planeación Económica de la Comunidad Andina.

19-3-1998
Los Países Andinos participan, por primera vez a través de una vocería única, en las negociaciones para el ALCA, obteniendo la presidencia de tres de nueve grupos de negociación.

11-6-1998
Se aprueba el Marco General de Principios y Normas para la Liberalización del Comercio de Servicios en la Comunidad Andina. 

26-8-1998
Suscripción del Acuerdo de Paz entre Perú y Ecuador y del Convenio de Aceleración y Profundización del Libre Comercio entre el Perú y Ecuador.

30-10-1998
Los países de la Comunidad Andina y Estados Unidos suscriben un Acuerdo relativo al establecimiento del Consejo Andino-Estadounidense sobre Comercio e Inversión.

23 al 27-5-1999 
La XI Cumbre Presidencial Andina fija las prioridades para profundizar la integración en el próximo lustro y los jefes de Estado se comprometen a establecer el Mercado Común a más tardar el 2005.

24-5-1999
El Consejo Asesor de Ministros de Hacienda o Finanzas, Bancos Centrales y Responsables de Planeación Económica de la Comunidad Andina se compromete, en su III reunión, alcanzar la estabilidad económica de los países miembros y converger, para ello, a metas inflacionarias menores al 10%.

25-5-1999 
El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores aprueba los Lineamientos de la Política Exterior Común y dispone el establecimiento de las prioridades. 

25-5-1999 
El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores aprueba la Política Comunitaria para la Integración y el Desarrollo Fronterizo y dispone su instrumentación 

31-6-1999 
Suscripción del Entendimiento de Cooperación en materia de Comercio e Inversiones entre la Comunidad Andina y el Gobierno de Canadá en Ottawa. 

3-7-1999
La Comunidad Andina y Brasil culminan la negociación del Acuerdo de Preferencias Arancelarias Fijas, que entra en vigencia el 16 de agosto

16-9-1999
Los gobiernos de Colombia, Ecuador y Venezuela suscriben un nuevo Convenio de Complementación Industrial en el Sector Automotor y disponen su entrada en vigencia a partir del 1º de enero del 2.000.

28 y 29-10-1999
La Comunidad Andina y Argentina dan inicio a las negociaciones de un Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación Económica de Preferencias Arancelarias Fijas.

1-1-2000
Entra en vigencia por diez años el Convenio de Complementación en el Sector Automotor, suscrito por Colombia, Ecuador y Venezuela con el fin de sentar las bases para un mayor desarrollo del sector en la subregión.


Este trabajo presentará una visión un poco más innovadora para analizar la posición de Venezuela en este grupo de integracional regional como lo es la CAN, y es ver en que medida los acontecimientos de política interna o política nacional afectaron o incidieron en la actuación del país en la CAN, y de igual manera en las relaciones exteriores de la nación. 



Se estructuró en tres partes, cada una correspondiente a una década desde la creación del Acuerdo de Cartagena, hasta los actuales momentos; de igual manera se recoge en cada una de estas partes, los principales aspectos de política interna, hechos económicos, política exterior y se hace un análisis de la actuación del país en la CAN, así como de la actuación del organismo como tal. La primera parte (que abarca un período desde 1969 hasta 1979) versa sobre el tema de la creación de la CAN, el porqué Venezuela no ingresa a la misma en 1969, sino en 1973, y todo lo que fue el proceso de estructuración del grupo, este período corresponde al primer gobierno de Rafael Caldera y al primer gobierno de Carlos Andrés Pérez. 

En la segunda (1979-1989) se tratan principalmente los aspectos del porqué se considera una década pérdida para Venezuela y para la CAN; corresponde a los gobiernos de Luis Herrera Campins y de Jaime Lusinchi. En la tercera parte, que comprende desde 1989 hasta ahora, se tratan los aspectos de la reestructuración de la Comunidad Andina y del resurgimiento; corresponde al segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez, que fue culminado por Ramón J. Velásquez; al segundo gobierno de Rafael Caldera y al gobierno de Hugo Chávez.

PARTE  I

LA DÉCADA DE LA CONSOLIDACION

1969-1979
Capítulo 1

RAFAEL CALDERA 

13/3/1969 - 10/3/1974


Su gobierno, es el tercero del período democrático iniciado en 1958, después de la caída del régimen de Marcos Pérez Jiménez. Llega a él, al ganar como candidato del entonces principal partido de oposición COPEI; representando así, el primer gobierno que resulta del triunfo electoral de un partido de oposición.


La democracia venezolana pasó así exitosamente una de sus pruebas de fuego; la cual consistió en que el partido dominante reconoció el triunfo electoral de un partido de oposición.


De igual modo, cabe destacar que éste es el primer gobierno monopartidista entre los posteriores a 1958; ya que Rafael Caldera y COPEI deciden gobernar solos, sin hacer coaliciones formales cono ningún partido. Caldera conformó su gabinete con  miembros de su partido y con independientes cercanos a otros partidos, que pudieran servirle de puente hacia ellos cuando fuere necesario.


Por su parte, desde el punto de vista des sus recursos políticos, fue el de Caldera un gobierno con grandes dificultades de actuación. Su período demuestra que un Congreso en manos de una oposición activa es un obstáculo importante para cualquier presidente, sea cual sea su estilo personal.


Su agenda de gobierno, no estaba mayormente determinada por la resolución operativa de los problemas que planteaba la realización de los planes generales de desarrollo económico, estabilización y modernización política y asistencia social que se habían puesto en  marcha en los gobiernos anteriores. 

Política Nacional:


La realización más importante durante este quinquenio, consistió en la Política de Pacificación, mediante la cual se les ofreció la posibilidad de reincorporarse a la vida normal y a la lucha política legal a personas y grupos que habían participado en la subversión armada, y que, a falta de tal posibilidad, estaban obligadas a llevar una vida clandestina o a continuar en una actividad guerrillera.

Cabe destacar, que dicha decisión de Caldera de ampliar y llevar hasta su término la pacificación es de gran importancia; y requirió el despliegue de interesantes formas de “artesanía política”, así como grandes dosis de voluntad y continuidad. Se trataba de una operación muy delicada, que involucraba difíciles decisiones legales y tocaba sensibles fibras militares; todo lo cual requería que estuviese respaldada por una autoridad muy firme de parte del Presidente.


Por otra parte, no cabe duda de que la Política de Pacificación, tuvo gran influencia en la actividad económica; ya que al desaparecer el fantasma de la violencia castrista, la sociedad venezolana pudo ver con mayor optimismo las perspectivas del país, cuyo sistema político parecía haber alcanzado un mayor grado de madurez.


De igual modo, es pertinente resaltar que durante la presidencia de Caldera, comenzó a funcionar el llamado Pacto Institucional, según el cual el partido de gobierno tendrá la presidencia del Congreso aunque no tenga mayoría parlamentaria, mientras que el principal partido de oposición (que siempre ha sido uno de los dos pactantes) dispondrá de la presidencia de la Cámara Baja.

Por su parte, dicho Pacto ha sido considerado por los líderes políticos como un resultado lógico y cónsono con los lineamientos de Punto Fijo; y funcionó a partir de 1970 y hasta 1984 prácticamente sin conflicto.

Otro elemento en el ámbito político que caracterizó al período en consideración, fue el equilibrio de fuerzas que se estableció entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo; ya que Caldera gana las elecciones con un estrecho margen de votos; pero sin embrago, el Congreso Nacional quedó ampliamente controlado por la oposición. Dicho balance de poderes, aunque sin duda dificultó la actuación del Presidente, contribuyó de manera efectiva a que el sistema democrático funcionara a cabalidad y posiblemente fue una de las causas de las disciplinas con la cual se manejaron los asuntos públicos. En 1970, el presidente Caldera propicia una reforma a la Ley de Universidades.

Política Exterior:


En lo que respecta a América Latina, ésta quedó signada por la Doctrina del Pluralismo Ideológico y la Solidaridad Pluralista, por la cual se reconoció diplomáticamente a gobiernos de facto y se admitía la cooperación entre regímenes políticos de distinta naturaleza e ideología. 

Por su parte, dichas Doctrinas sustituyeron a la “Doctrina Betancourt” y se tradujeron en el establecimiento de relaciones diplomáticas con todos los gobiernos latinoamericanos (democráticos o no), excepto Haití y Cuba y en una política de distensión con este último.

En el campo mundial, hubo una apertura diplomática hacia el bloque socialista.

El gobierno de Caldera, decidió firmar con Guyana en 1970 el llamado  Protocolo de Puerto España, durante el cual se congeló la discusión sobre la Guayana Esequiba durante 12 años. 

Se impulsó la apertura hacia el Caribe, llamada “Diplomacia hacia el Caribe”; en donde se toman una serie de medidas como lo fueron:
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Se crea en Trinidad el Instituto de Cooperación, con la meta de enseñar el español a los pobladores de habla inglesa.
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El canciller venezolano (Arístides Calvani), visita los países del área; se reciben visitas de diferentes funcionarios y personalidades del Caribe y además, se firman una serie de acuerdos bilaterales de carácter cultural.

De igual modo, se crea el Instituto de Comercio Exterior en 1970; y se le complementó con la Ley de Incentivos a la Exportación y con el Fondo de Financiamiento a las Exportaciones (FINEXPO).

En cuanto a Relaciones Económicas Internacionales durante la presidencia de Caldera, ocurrieron varios hechos de importancia como lo fueron:

· La denuncia del Tratado de Reciprocidad Comercial con Estados Unidos (1972).

· Por otra parte, el Estado venezolano tomó el control de algunas actividades periféricas de la industria de los hidrocarburos. En 1971 el Estado se reservó la industria del gas natural y en 1973 la actividad de comercialización interna de los hidrocarburos.

· Se promulga la Ley de Reversión Petrolera (1971), la cual restringe los traslados de bienes físicos que las compañías estaban llevando a cabo, como complemento del proceso de desinversión que habían iniciado, y en previsión de la extinción de las concesiones y del paso a manos del Estado de todos los activos de las compañías.

En resumen, las relaciones entre el Estado y las compañías extranjeras, cada cual obedeciendo a su propia lógica, se hacen cada vez más tensas y contradictorias. 

· El aumento del impuesto a las compañías, la fijación unilateral de los precios de referencia del petróleo y como consecuencia de ello, en el transcurso de 1973, la violenta elevación de los precios del barril de petróleo. 

· Por otro lado, expresión de la apertura hacia América Latina y de la Política Económica Internacional, fue el ingreso de Venezuela al Acuerdo de Cartagena o Pacto Andino en febrero de 1973, luego de laboriosos procesos de negociación. 

Y, en parte por razón de esa firma, se produjo la denuncia del Tratado Comercial con Estados Unidos; ya que era incompatible con el Pacto Andino, cuyo objetivo era precisamente el de ofrecer un mercado especial a los países firmantes, sin que ninguno de ellos pudiera permitir la entrada por la puerta trasera de un Tratado Comercial a mercancías norteamericanas que irían a competir con las andinas en condiciones favorables. Denunciando el Tratado, Venezuela eliminaba un obstáculo para su mayor integración al mercado andino.

Por otra parte, el gobierno de Caldera convirtió en parte de su agenda y de su política, la reanudación de los procesos de ocupación del territorio venezolano. El objeto de dicha iniciativa fue el Sur, Guayana, y hacia allá se dirigió un volumen importante de recursos humanos, económicos y decisorios que constituyeron la política denominada La Conquista del Sur.
 

Hechos Económicos:


El gobierno de Caldera se orientó hacia el mismo tipo de objetivos genéricos de las administraciones anteriores:

· Diversificación Económica.

· Aumento de las exportaciones no tradicionales.

· Ampliación del mercado interregional.

· Mayor equidad distributiva.

· Disminución de la vulnerabilidad alimenticia.

Y los realizó, dentro de una misma idea de Estado interventor, empresario y asistencialista.

Por su parte, el proceso de regionalización y de planificación de la Administración Pública dio pasos significativos, con implicaciones potenciales en cuanto a la descentralización del  Estado. La promulgación de la Ley de Carrera Administrativa en 1970, fue un paso fundamental hacia la estabilidad y continuidad del cuerpo de funcionarios de la Administración Pública.

Otro elemento característico del período de Caldera, fue la disciplina fiscal, es decir, el ordenado manejo de los gastos gubernamentales; ya que durante el período analizado, los egresos del sector público se ajustaron a sus ingresos.

También en el aspecto fiscal, cabe mencionar que el Ejecutivo propuso, la necesidad de aprobar una reforma tributaria integral que permitiera ampliar la base de tributación mediante la creación de un Impuesto sobre el Valor Añadido. Siendo la primera vez que en el país se presentaba la posibilidad de crear un mecanismo impositivo moderno y a tono con los más adelantados sistemas tributarios.

Durante dicho período, la actividad económica fue capaz de absorber a un porcentaje cada vez mayor de la población activa del país, con lo cual la tasa de desempleo experimentó un descenso casi sostenido.

Por su parte, la liquidez monetaria en poder del público creció durante el quinquenio considerado, a tasas superiores a las experimentadas en el período anterior. Lo que contribuyó a un incremento moderado en el nivel de los precios. Y para contrarrestar tal situación, el Ministro de Hacienda procedió en dos oportunidades a revaluar el signo monetario.

Por otra parte, dicha revaluación del signo monetario  se tradujo en un estímulo a las importaciones, las cuales, de esta forma, actuaron como válvula de escape a las presiones inflacionarias imperantes.

De igual modo, la formación bruta de capital experimentó un importante crecimiento durante los 5 años del mandato del Presidente Caldera, tanto por lo que respecta al sector público como al privado.

Por otro lado, cabe destacar que durante el gobierno de Caldera ocurrieron varios hechos políticos de importancia, sea porque cambiaron la estructura del juego político nacional, sea porque excluyeron de él a algunos participantes potencialmente disruptivos como lo son:

· En 1969, es tomada la Universidad Central de Venezuela por la policía y la Guardia Nacional, operación que es normalmente referida como “el allanamiento de la UCV por el gobierno de Caldera”. 

· La división del Partido Comunista que dio origen al Movimiento al Socialismo (MAS), en 1971. Por su parte, del grupo que se separa del PCV, una parte muy minoritaria prefiere quedarse fuera del MAS e iniciar otro movimiento, que con el tiempo dará lugar a La Causa R.

· Enmienda Constitucional número I, por la cual se excluye de la posibilidad de ser elegidos Presidente de la República y otros cargos, a personas que hayan sido condenadas a penas de presidio o prisión superior a 3 años o por delitos cometidos en el desempeño de funciones públicas. Por su parte, esta fue una enmienda constitucional “hecha a la medida”; sacaba de la competencia electoral a un inquietante contendor (Pérez Jiménez, quien había sido condenado a 5 años por delitos de este tipo).

· Fueron fundadas 28 instituciones públicas y privadas de nivel universitario; dándole una considerable expansión al sistema educativo superior.

Capítulo 2

CARLOS ANDRÉS PÉREZ  

12/3/1974 - 2/2/1979


Su ascenso a la primera magistratura constituía la recuperación del poder gubernamental para Acción Democrática, partido del cual el nuevo Presidente de Venezuela había sido su secretario general.

En términos generales, su programa de gobierno se sintetizaba en los principales propósitos que formuló en el primer mensaje a la Nación al inicio de su mandato; entre lo que podemos encontrar: el adelanto de la reversión petrolera, el aumento de los salarios, una auditoria nacional de los Institutos Autónomos y de las Empresas del Estado, la reconstrucción de la agricultura, el desarrollo de la pequeña y mediana industria, la defensa internacional de los derechos de América Latina y el uso del petróleo como instrumento de política internacional.

En este primer período,  Carlos Andrés Pérez introduce por primera vez en el período democrático a su equipo de gobierno, con cargos claves y con una gran influencia general en el estilo de gobierno, a personalidades no pertenecientes al partido del Presidente; así como a extraños en los que respecta a extracción social, trayectoria política e inclinaciones ideológicas.

Cabe destacar, que en los primeros días del nuevo gobierno se produjo en el país la mayor ola de terrorismo de los últimos 6 años, como expresión, del descontento y la protesta de los grupos extremistas por el ascenso al poder de Carlos Andrés Pérez, quien, durante el gobierno de Rómulo Betancourt, había dirigido las acciones contra el aparato guerrillero.

Política y Gestión del Presidente durante el Quinquenio.

Año 1974:


Tras asumir el gobierno, el presidente Pérez expresó su apoyo a la creación de un organismo regional en el que los países de Hispanoamérica y del Caribe pudieran discutir problemas regionales y replantear iniciativas políticas y económicas en forma unificada ante los Estados Unidos.

De igual modo, por Decreto Presidencial, se crearon la Comisión Organizadora del Consejo Nacional de la Cultura y la Comisión Femenina Asesora de la Presidencia.


Y, por medio de otros decretos el gobierno adoptó una serie de medidas como lo fueron:
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 Creación de la Fiscalía Nacional de Mantenimiento de las instalaciones públicas.
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Se determinó que la Oficina Central de Información (OCI), centralizara y coordinara los servicios de información del Estado.
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La inversiones extranjeras son reglamentadas por el gobierno nacional; y se prohíben los despidos injustificados de trabajadores.

Por su parte, en el Congreso de la República fue sancionada la Ley que otorgaba poderes extraordinarios al presidente para dictar medidas económicas y financieras mediante Decretos, por el lapso de un año.

Se crean el Fondo de Desarrollo Agropecuario y el Fondo de Desarrollo Industrial; así como el Consejo Nacional de la Industria del Carbón.

Se dictó el Reglamento del puerto libre de la Isla de Margarita

En lo que respecta a las relaciones exteriores de Venezuela en este año, tenemos:

· Las relaciones diplomáticas establecidas entre nuestro país y la China Comunista.

· El Acuerdo firmado entre Venezuela y Bulgaria, para establecer relaciones diplomáticas a nivel de Embajadas.

· Venezuela y Cuba, reanudaron sus relaciones diplomáticas; interrumpidas por Betancourt en 1961.

· En Caracas,  tiene su sede la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.

Año 1975:


El 1° de enero, el Presidente de la República desde la ciudad de Puerto Ordaz, anunció la nacionalización del Hierro. Se promulgó el Decreto que ordenaba extender los beneficios del Seguro Social para prestaciones en dinero por invalidez, incapacidad parcial, muerte.

Por Decreto Presidencial, se creó el Instituto Nacional de la Vivienda en sustitución del antiguo Banco Obrero. De igual modo, se dictaron normas para el desarrollo de la industria nuclear; y además se creó el Consejo Nacional de dicha industria.


Por su parte, en Viena, la reunión de la OPEP resuelve un aumento del 10% en los precios del petróleo y la congelación de los mismos por 9 meses; resolución que contó con la decisiva intervención de Venezuela.


Se dicta la exoneración de impuestos a las actividades agropecuarias productoras de bienes de consumo diario.


Cabe destacar, que durante este año en Bogotá, el ministro de hacienda (en nombre del gobierno) confirma el aporte de $100.000.000 para el fondo de reservas del Grupo Andino.


Se instaló en Caracas, la VII Asamblea del Parlamento Latinoamericano.


El 17 de Octubre, se firma el Sistema Económico Latino Americano como un proyecto de cooperación de América Latina bajo el liderazgo de Carlos Andrés y de Luis Echeverría de México.

Año 1976:


Se promulga la Ley de Nacionalización Petrolera y se crea  Petróleos de Venezuela S.A., bajo la figura de un “holding” con 4 filiales productoras, correspondientes a las antiguas compañías extranjeras. A partir de aquí, se inicia todo un proceso de reconstrucción de la industria petrolera y un gran esfuerzo de exploración.


Se instala en Caracas con la participación de los representantes de 25 países la reunión preparatoria del Sistema Económico Latino Americano.


Venezuela y Japón firman un Acuerdo internacional de suministro petrolero.


De igual modo, se aprueba la creación del Fondo de Ayuda de la Organización de Estados Americanos (OEA).


Por intermedio del Banco Central, se adoptan medidas monetarias y financieras para detener la inflación, entra las que podemos encontrar:
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Restricción del Crédito Hipotecario.
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Incremento del encaje legal de los bancos.
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Aumento de los precios de los dólares vendidos a los bancos comerciales.

Se promulga la Ley Orgánica del Ambiente y se firma la Ley Orgánica de Seguridad y Defensa y la Ley de Crédito Público. Así como también se sanciona la Ley Orgánica de la Administración Centralizada.

Venezuela es elegida para formar parte del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).

Por último, se ponen en pie proyectos complementarios; siendo el más notorio de ellos el programa de becas Gran Mariscal de Ayacucho, el cual envió a Universidades extranjeras a miles de estudiantes de todo nivel y vocación.

Año 1977:


En conformidad con la nueva Ley de Administración, se decreta la creación de otros 7 Ministerios como lo fueron: Ministerio de Transporte y Comunicaciones; de Energía y Minas; del Ambiente y  los Recursos Naturales Renovables; de Desarrollo Urbano; de Información y Turismo; de la Juventud y de la Secretaria de la Presidencia.


Se reúnen en Macuto los 5 jefes de Estado de los países del Pacto Andino, con los miembros de la Junta del Acuerdo de Cartagena, para estudiar el programa automotriz del Pacto.


El 1° de Enero Venezuela ingresa al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

Año 1978:


Se firma en Curazao, el Tratado de Límites de Áreas Marinas y Submarinas entre Venezuela y las Antillas Neerlandesas. Y de igual modo, Venezuela firma el acuerdo de la fundación del Fondo de Desarrollo del Caribe.

En la ONU, Venezuela es elegida miembro del Consejo Económico y Social.

Se firma el Tratado de Cooperación Amazónica, conformado por 8 países: Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, Surinam y Venezuela; en donde se consagra áreas de cooperación en cuanto concierne a desarrollo, medio ambiente, utilización racional de sus recursos naturales, etc.

Es creada, la Empresa Estatal del Carbón.

De igual modo, también es importante destacar que en dicho año, se informa del ingreso al Tesoro Nacional del empréstito de 20.000.000.000 de yenes, equivalentes a $80.000.000, contratado por Venezuela en el Japón mediante la colocación de bonos.


Es importante resaltar, que el primer gobierno de Carlos Andrés Pérez es visto como el inicio de una pérdida de rumbo del país, y el arranque de un proceso de corrupción cada vez más amplio, que si bien ya había dado algunas muestras de existencia, se aceleró desde entonces bajo el efecto combinado de la bonanza financiera, la desorganización del Estado, los entornos íntimos y el creciente declive de la calidad ética del liderazgo político. 

Hechos Económicos:


Durante este quinquenio, el crecimiento de los ingresos impulsó a Pérez a poner en marcha un ambicioso plan de desarrollo, en el cual se contemplaban vastas inversiones en proyectos de expansión en todas las industrias básicas, así como un acelerado crecimiento de los servicios gubernamentales.

Bajo tales circunstancias, el territorio nacional ya no fue suficiente para extender la acción paternalista y benefactora del Estado venezolano. Así, se emprendieron los más generosos programas de ayuda a nivel internacional; por lo que Venezuela (en proporción al nivel de sus ingresos), pasó a ser el país que mayor ayuda internacional concedía.

Lo cierto es, que los recursos utilizados por Pérez a los fines anteriores no provenían de las reservas internacionales, sino del Fondo de Inversiones de Venezuela (FIV), el cual había sido creado en 1974 con el objetivo fundamental de represar transitoriamente los ingresos excedentarios que el país estaba percibiendo como consecuencia del aumento de los precios petroleros.

Por otra parte, los abultados ingresos permitieron nacionalizar la industria petrolera y la del hierro, lo cual se hizo después de indemnizar a las empresas concesionarias que hasta ese momento venían actuando en el país. Lo que a su vez produjo, un cambio estructural de enormes dimensiones para la economía del país. Y a partir de ese momento quedó definitivamente consolidado en Venezuela un peculiar sistema al cual se le ha dado la denominación de “Capitalismo de Estado”.

Por su parte, al finalizar el año 1977 se hacía evidente que el país tendría que pagar por los excesos cometidos durante los años de la bonanza petrolera. El mercado petrolero también evidenciaba crecientes signos de debilidad, ya que las naciones desarrolladas habían sido capaces de propiciar nuevas zonas productoras de petróleo.

Durante su mandato, las presiones inflacionarias aumentaron de manera sustancial, a pesar de que a través de severos controles de precios y elevados montos de subsidios se logró atenuar un incremento mucho mayor en el nivel de los precios.

Durante el primer quinquenio de Carlos Andrés Pérez se engendraron la mayor parte de los desequilibrios y desajustes que desembocaron en el largo período de estancamiento que posteriormente sufriría la economía venezolana.

De igual modo tenemos, que a fin de evitar que nuestras reservas internacionales cayeran a niveles críticos, el gobierno de Pérez recurrió a un endeudamiento externo masivo. A partir de 1976, la deuda externa del país se incrementó aceleradamente, llegando a transformarse en una de las mayores amenazas para el futuro de nuestra economía.

En conclusión, al finalizar el primer mandato de Carlos Andrés Pérez y después de haber transitado el país por la mayor etapa de bonanza que recuerde nuestra historia, Venezuela había adquirido una deuda pública externa que según el BCV superaba los 11.000 millones de $. Y dicho endeudamiento externo masivo, fue utilizado para impedir que las reservas internacionales del país cayeran a niveles inaceptables que hubieran conducido a la aplicación de un control de cambios. 
 

En síntesis, el saldo de dicho período fue:

· Aguda intensificación del poder económico del Estado.

· Gigantesco crecimiento del consumismo, el clientelismo político y la corrupción administrativa; así como del endeudamiento público y privado.

· Asfixia de amplios sectores productivos medianos y pequeños bajo el peso de monopolios favorecidos por el Estado.

· Acentuación de la tendencia a percibir a Venezuela como un “gran poder” con la capacidad no sólo de transformarse en el centro motor de la integración regional; sino también de influir decisivamente en el cambio del sistema mundial y en la creación de un nuevo orden económico y político internacional. El Presidente Pérez nos colocó, como miembros del genérico “Tercer Mundo”, a pesar de que él mismo aceptaba que las características de la evolución económica y política venezolana eran “atípicas”.

Capítulo 3

VENEZUELA EN LA DÉCADA DE LA CONSOLIDACIÓN
El Grupo Andino emergió en el escenario Internacional Latinoamericano el 26 de Mayo de 1969, cuando los plenipotenciarios de Bolivia, Colombia, Chile y Perú suscribieron el Acuerdo de Cartagena.

Venezuela ingresa a dicho Acuerdo de Cartagena o Pacto Andino, durante la presidencia de Rafael Caldera; específicamente el 13 febrero de 1973, luego de grandes y trabajosos procesos de negociación.


El gobierno tuvo que luchar contra la oposición llevada a cabo por Fedecámaras al ingreso de Venezuela en el Pacto Andino (Acuerdo de Cartagena), desde finales de los setenta y hasta 1973; mientras no fueran aceptadas sus condiciones.

La iniciativa de crear un mercado común entre los países andinos (Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Perú y Venezuela) había surgido luego de que la más amplia y complicada Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC) fundada en 1960, resultara incapaz de conciliar las diferencias entre los países miembros.

Dicha idea tomó forma con la Declaración de Bogotá, suscrita en 1966 por los Presidentes de Colombia (Lleras Restrepo), Chile (Eduardo Frei) y Venezuela (Raúl Leoni); así como por el ex Presidente de Ecuador y el Canciller de Perú.


A través de esta Declaración, los Presidentes señalaron la necesidad de dar una nueva orientación al proceso de integración Latinoamericano y tomaron la decisión de adelantar una acción conjunta a fin de lograr la adopción de fórmulas prácticas para acelerar al máximo el progreso de los países de menor desarrollo económico relativo y de mercado insuficiente.

 Para Venezuela, la decisión de participar en el Pacto Andino significaría hallar empleo a la creciente capacidad ociosa de su industria. Además, las relaciones comerciales de Venezuela con sus vecinos eran ínfimas; y desarrollarlas contribuiría a reducir la dependencia del país con relación al mercado petrolero de EU.

Por su parte, Venezuela entra a formar parte de la ALALC bajo la presidencia de Leoni, partidario entusiasta de la integración, en 1966; pese a la continua oposición de Fedecámaras. Para ello, garantizó la estabilidad del bolívar y prometió un régimen proteccionista a la industria nacional. El gobierno de Leoni, demostró su voluntad integracionista, participando en la primera tentativa de formulación del Pacto. Pese a ello, la incorporación de Venezuela no se pudo llevar a cabo por la oposición del sector privado.

 
Fedecámaras se oponía al ingreso con el argumento de: “las peculiaridades de la economía venezolana”; lo que quería decir que moneda, nivel de vida y salarios eran altos con relación a los países vecinos.

Los pequeños y medianos productores se unieron a Fedecámaras por miedo a ver invadido el mercado con productos a bajos precios, al igual que los banqueros que suponían el advenimiento de un proceso inflacionario.

De igual modo, los industriales para lograr el apoyo de los sindicatos hacían énfasis en el argumento según el cual el desempleo se acentuaría si, con el propósito de hacer más competitiva la industria dentro del Pacto, era necesario hacer más intensa la participación del capital.

Fedecámaras utilizó una variedad de recursos para disuadir al gobierno de su decisión de ingresar al mercado andino. 

En un documento oficial, aprobado en 1967, Fedecámaras consignó las objeciones del sector privado a la participación de Venezuela en el nuevo esquema integracionista que se estaba negociando; argumentando, que en él “no se da un debido aprovechamiento de las economías de escala, de especializaciones productivas y de integración positiva entre países de desigual desarrollo económico”.
 Sostenía, que el proyecto Andino era contrario a la política de desarrollo agropecuario que necesitaba aplicar el país.

A pesar de tantas oposiciones en materia arancelaria, medidas monetarias, régimen de exoneración, entre otros, el gobierno de Leoni no “mermó” esfuerzos en impulsar el Acuerdo de Cartagena. Pero, la inclusión de alguna de esas demandas (en la oposición venezolana), generó conflictos con las otras delegaciones que no se encontraban dispuestas a realizar concesiones que desfiguraran el Acuerdo ya negociado. En consecuencia, Venezuela no se pronunció sobre el texto del Acuerdo, argumentando que no era satisfactorio el sistema de votación de la Comisión.


Al ganar las elecciones Rafael Caldera, el sector privado se sintió esperanzado a raíz del apoyo que le había dado y de las concesiones que éste prometió otorgar a los industriales. Empleados de Fedecámaras fueron incorporados a la delegación oficial venezolana; y fueron esenciales en la formulación de una nueva contraposición venezolana más industrialista. Al mismo tiempo, se exigía más poder decisorio al organismo técnico (la Junta). Lo que no fue aceptado por los demás países participantes, y el Acuerdo de Cartagena fue firmado en mayo de 1969 sin Venezuela.


Sin embargo, cabe destacar que se aprobó un protocolo adicional que permitía continuar las negociaciones, con el fin de otorgarle tiempo al gobierno venezolano de conciliar los intereses nacionales y poder incorporarse al proceso.


Caldera, ferviente impulsor de la integración, había tomado en cuenta las demandas del sector privado; formulando así una nueva estrategia que buscaba establecer el tema en un nivel de política nacional, para luego convencer al sector privado, con un sólido apoyo político interno.

El bloque firme de Fedecámaras, se comenzó a desquebrajar y los sectores sindicales se mostraron favorables a la integración; argumentando que el Pacto Andino era la única posibilidad que tenía Venezuela para incorporarse a un esquema integracionista que la salve del aislamiento político-económico internacional. Fue así, como el sector técnico consiguió los apoyos necesarios para propulsar su tesis integracionista.

En 1971, se comienza a abandonar el terreno para permitir la participación venezolana en el Acuerdo. Los órganos comunitarios facilitaron la tarea y la oposición de Fedecámaras se vio neutralizada por el apoyo político interno con que contaba el gobierno de Caldera.

Luego, en 1973  Venezuela suscribió el Acuerdo de Cartagena, recogiendo muchas de las demandas largamente negociadas por el sector privado.

En síntesis, Venezuela tendría la facultad de vetar los aranceles externos y de tomar medidas unilaterales en caso de producirse una competencia dañina.

El Instrumento Adicional del Acuerdo de Cartagena para la adhesión de Venezuela fue suscrito el 13 de Febrero de 1973; y sometido a consideración del Comité Permanente de la ALALC para verificar si era compatible con los principios y objetivos del Tratado de Montevideo. Dicho instrumento fue refrendado, el mismo 13 de Febrero, por medio de la Decisión 70 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena. En ella, se fijan las condiciones para la adhesión de Venezuela al Acuerdo, tanto en lo que se refiere al Programa de Liberación como al Arancel Externo Mínimo Común, la Nomenclatura Arancelaria Común, el Programa Sectorial de Desarrollo Industrial de la Industria Metalmecánica y el Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros.

La firma del Acuerdo por Venezuela se verificó en Lima por la intervención directa en esa ciudad del Presidente Caldera, quien acababa de realizar una gira oficial por Colombia, Chile, Ecuador, Argentina, Bolivia y Perú.

El gobierno venezolano decidió dar el paso de entrar al Pacto Andino, con la intención de participar en el marco formal que prometía una ampliación del mercado a los industriales y productores venezolanos; los cuales a su vez, empezaban a reconocer la necesidad de dicha ampliación, y adoptaban de forma creciente un discurso pro-integracionista.

Venezuela adhiere por el Consenso de Lima que:

Representó los desvelos de pacientes negociaciones, con objeto de salvaguardar lo específico de la economía venezolana en el proceso de integración subregional La Ley de incentivo a las exportaciones marca un momento interesante en nuestro desarrollo hacia el exterior, porque a través del crédito fiscal se estimula a empresarios venezolanos, a adentrarse en la gran aventura del comercio internacional.

Por su parte, la incorporación de Venezuela al Pacto Andino, coincidió en lo interno, con la bonanza petrolera, es decir, con el ingreso que recibe el Estado debido a la cuadruplicación de los precios del petróleo; y en lo regional, con una etapa de estancamiento en el proceso de integración, debido al incumplimiento o retraso de diversos compromisos, tanto en el ámbito industrial como en el comercial, a raíz de la crisis chilena. Se enfatizó así la oposición comercialista-industrialista, lo que condujo al retiro de Chile del Pacto en 1976. Y lo que a su vez, debido a la nueva relación de fuerzas favoreció a Venezuela en el seno de la organización tanto en su influencia política como en la importancia de su mercado.

Por otro lado es importante resaltar, que en Marzo de 1979 es firmado por los Presidentes de los países andinos el Mandato de Cartagena; el cual pone énfasis en el significado político del Pacto dentro de una concepción global de desarrollo conjunto de dichos países. El documento avalora las formas de organización política dirigidas a asegurar una amplia participación popular en el proceso de administración del Estado, la formulación de los objetivos del desarrollo económico y la orientación global del desarrollo social.

Junto a esto, se coordina el desarrollo de una política exterior común, la cual se formaliza con la constitución del Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores del Grupo Andino, en noviembre de 1979. Y este nuevo enfoque, ha sido propulsado en gran medida durante la presidencia de Carlos Andrés Pérez; quien a través de su política exterior fue capaz de reivindicar un nacionalismo latinoamericano y tercermundista sin una ruptura con los países centrales. Lo que a su vez generó cierto liderazgo venezolano dentro del Pacto Andino, liderazgo que sufrió un debilitamiento en el quinquenio del Presidente Luis Herrera Campins, debido a la agudización de la crisis económica y su controvertida diplomacia hacia los países de Centroamérica.


Por otra parte, tenemos que, Venezuela ha tenido una vocación integracionista y los sucesivos gobiernos han tratado de integrarse; más la integración no ha dado los resultados económicos que se esperaban, porque el mayor error del Acuerdo de Cartagena fue erradicar la inversión extranjera con la Decisión 24 y creer que los países andinos por sí mismos llegarían a ser autosuficientes.

Para cumplir con los objetivos que trazó el Acuerdo de Cartagena, se establecieron plazos: 1985 debía ser el tope para alcanzarlos y poco a poco se irían implementando las decisiones; pero sucedió, que el 13 de Diciembre de 1975 no se habían logrado firmar aún la Programación Industrial Conjunta, por lo que se resolvió aplazarla. Se convino en firmar un Protocolo adicional (Decisión 100), mediante la que se modificaron los plazos.

El comercio entre los países miembros aumentó entre 1969 a 1976 de 143.000.000 $ a 800.000.000 $. Los logros del Pacto Andino en esos años se pueden sintetizar en que se aprobaron Programas Sectoriales de Desarrollo Industrial:

· Programa metalmecánico (Decisión 57).

· Programa Petroquímico (Decisión 91).

· Programa automotor (Decisión 120).

De igual modo, se fijaron normas para crear empresas multinacionales en la subregión; se pusieron en vigencia normas para incrementar el comercio de productos agropecuarios; se aprobaron instrumentos andinos de seguridad social y de migración laboral.

Parte II

La Década Pérdida

1979-1989

Capítulo 4

LUIS HERRERA CAMPINS 

12/3/1979 - 2/2/1984


El 3 de diciembre de 1978, se llevaron a cabo las quintas elecciones desde la instauración de la democracia representativa en 1958; en esta oportunidad 10 candidatos se disputaron la presidencia de la República; resultando electo Luis Herrera Campins, quien registró hasta ese momento la más alta votación de toda la historia política venezolana, 2487577 votos (47,3%); por lo que COPEI quedó convertido en el primer partido político del país, gracias a su sostenido crecimiento, desplazando a Acción Democrática, junto a su candidato Luis Piñerúa Ordaz a un segundo lugar, después de un predominio de 37 años.

Como Presidente de la República, Herrera tomaba en sus manos la conducción del Estado Venezolano para acometer la ejecución de su compromiso con Venezuela
, en el cual resaltaba como uno de los principios rectores de sus proposiciones el del: ‘hombre, centro y meta de la vida social’, en lo concerniente al desarrollo y promoción del ser humano, que quiere decir lo fundamental de la Nación; es decir, su recurso humano. 

En su discurso de toma de posesión, el nuevo presidente esbozó un programa de gobierno en donde señala como asuntos prioritarios: el desarrollo de la agricultura y de la industria dentro del concepto de Estado promotor; la dedicación especial a la educación, desde la enseñanza primaria hasta la científica y tecnológica y la implementación de una política sanitaria. Afirmando, en el mismo discurso, el compromiso de disciplinar el gasto público, enfrentando el despilfarro consumista y la corrupción administrativa, para sincerar la situación económica del país
.


Durante la gestión del Presidente Herrera, se revelan como hechos y sucesos importantes  los siguientes
:

· La celebración de las elecciones municipales el día 3 de junio, las cuales fueron las primeras realizadas por separado desde 1958; y también las primeras en celebrarse a escala nacional. En donde cabe destacar, que COPEI obtiene una amplia mayoría sobre Acción Democrática.

· Anuncio de una Reforma Educativa, consistente en la implantación de un Ciclo Básico Común de 9 años (28 de junio de 1979).

· Aprobación en el Congreso Nacional de la Ley de Aumento de Sueldos y Salarios (23/11/1797) y posteriormente el 21 de diciembre de la Ley del Presupuesto para el año 1980, por un monto de 57.076.800.000.

· En 1980, destaca en el Congreso el debate sobre los casos de corrupción administrativa del Gobierno anterior, particularmente por irregularidades y sobreprecio detectados en la compra de un barco, el Sierra Nevada, el cual culmina con un juicio al ex presidente Carlos Andrés Pérez y a otros altos funcionarios que, por decisión de una mayoría parlamentaria el día 18 de abril, resultan exonerados de los cargos presentados en su contra (siendo éste, el primer intento de juicio a un ex presidente democráticamente elegido).

· La Confederación General de Trabajadores (CTV), controlada por AD, se convirtió en el principal protagonista de la oposición al gobierno, sobre todo con ocasión del alza de precios que aquel adoptó.

· Resultan por otra parte, la promulgación de la nueva Ley de Educación el 27/07/1980, el Decreto Presidencial del año sesquicentenario de la muerte del Libertador, entre el 17 de diciembre de 1980 y el 17 de diciembre de 1981, la sanción del Congreso a la Ley del Presupuesto (para el año 1981) por una cantidad de  76.205.350.000 Bs.; y de la Ley Tutelar de Menores.

· Promulgación de la Ley de Financiamiento del Programa de Inversiones Públicas en el sector eléctrico.

· La Ley del Programa de Contratación y Financiamiento del Metro de Caracas.

· La Ley del Instituto Autónomo de Ferrocarriles del Estado.

· La Ley de Crédito Público, la cual busca controlar y regular la contratación de la deuda pública por parte de los organismos del Estado.

· Anuncio y Presentación de la versión definitiva del VI Plan de la Nación.

· La muerte de Rómulo Betancourt, acaecida en Nueva York, el 28 de Septiembre de 1981.

· Por otra parte se aprueba el presupuesto para el año 1982 por un monto de Bs. 87.400.000.000; se realiza el XI Censo Nacional de Población a partir del 20 de noviembre.

El primer anuncio de relevancia del año 1982
, fue el Mensaje de año nuevo del presidente de la República, en donde anuncia el propósito de crear un bono alimenticio de 100 Bs. para beneficiar a asalariados con ingresos no mayores a 1500 Bs. mensuales. Distinguiéndose además como hechos importantes en el transcurso del año: el 3 de abril, el comunicado del Gobierno de Venezuela expresando su solidaridad con la República Argentina que, por la soberanía de las Islas Malvinas, confrontaba un conflicto bélico con Gran Bretaña. El 27 de julio se promulgó el nuevo Código Civil. 

El 3 de octubre, luego de haber ocurrido en la región de Cantaura una serie de enfrentamientos con elementos irregulares, una presunta reunión cumbre de guerrilleros del Frente Revolucionario Américo Silva, celebrada en las cercanías de esta población, fue violentamente desmantelada, en una acción conjunta de las FAN y las fuerzas policiales, con un saldo de muertos de 23 guerrilleros y 2 miembros de las fuerzas del orden, este hecho causó una gran conmoción en la opinión pública por considerar desproporcionada la magnitud de esta represión. El 27 de noviembre fue intervenido el Banco de los Trabajadores de Venezuela por la resolución No. 1490 del Ministerio de Hacienda.

El 18 de diciembre se promulgó la Ley de Salvaguarda del Patrimonio Público, y el día 28, se aprueba la Ley de Presupuesto para 1983, luego de que el Congreso la rechazara y obligara al Ejecutivo a la reconducción de la misma, que al final fue aprobada por un monto de 95.382.000.000 Bs.

Otros sucesos significativos serían: la inauguración del primer tramo de la línea 1 del Metro de Caracas, desde la estación Pro-patria hasta la estación La Hoyada; de igual manera se inauguró el Complejo Cultural Teresa Carreño en el marco de las celebraciones  del bicentenario del Natalicio del Libertador Simón Bolívar (24 de julio de 1983); de igual manera de se celebraron los Juegos Panamericanos, en donde Venezuela tuvo una buena actuación deportiva.

Se aprobó el presupuesto para el año 1984 de la Ley de Presupuesto por un monto de Bs. 77.477.000.000; se celebraron elecciones presidenciales el 4 de diciembre de ese año. En virtud de que se le hizo una enmienda a la Constitución Nacional (N° 2), la transmisión de mando fue adelantada para el 2 de febrero de 1984.
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Hechos Económicos:


El nuevo gobierno presidido por Luis Herrera Campins había recibido, como el mismo lo decía “un país hipotecado” y cuyas perspectivas distaban mucho de ser favorables. Por lo que la vida económica del país, experimentó varios episodios contrastantes, que tuvieron un desenlace traumatizante.

Al inicio del gobierno, las nuevas autoridades adoptaron un conjunto de medidas por el lado de la oferta, tendientes a disminuir los controles exagerados que pesaban sobre las distintas actividades productivas. Se procuró estimular la competencia en el sector financiero, se implantó una política de liberación de precios (la cual modificaba una larga política de precios regulados que hasta entonces había tenido la democracia); y en general, se intentaron políticas de corte monetarista con el objeto de frenar el crecimiento en el gasto público. Y la lucha contra la inflación se transformó en uno de los objetivos más importantes.

En los años 1980-81, una guerra entre dos importantes productores de petróleo (Irán e Irak), produjo un nuevo aumento de los precios del crudo; que elevó el precio del barril a 38$ en 1981, de 13$ en que estaba en 1978; esto trajo como consecuencia un serio estancamiento en la economía mundial, el cual terminó también por afectar a la economía venezolana.

Por su parte, a partir de 1981, las políticas de austeridad se revirtieron. El gobierno animado por el aumento de los precios petroleros, abandonó sus políticas iniciales de corte monetarista y nuevamente se adoptaron las tradicionales medidas de inspiración Keynesiana con el objeto de estimular la demanda agregada. Sin embargo, la bonanza petrolera fue de corta duración, produciéndose en 1982 una fuerte caída de los ingresos petroleros.

El mencionado cambio de rumbo, al no estar acompañado por una reactivación de la economía, es decir, por un aumento en las cantidades de bienes y servicios producidos y prestados, se tradujo en un incremento de las presiones inflacionarias. Por otro lado, el Estado venezolano se endeudaba aceleradamente; debido a que las entidades y organismos autónomos, solventaban sus apuros financieros contrayendo préstamos con una banca internacional.

Por último, en 1981 fue provocada una moderada fuga de divisas debido a que el presidente del Banco Central de Venezuela, Leopoldo Díaz Bruzual, decidió establecer unas tasas muy bajas, inferiores a las que estaban pagando los bancos norteamericanos. En 1982 el BCV liberó las tasas de interés y éstas se colocaron a un nivel superior a las internacionales. Pero, la salida de divisas se aceleró.

A partir de 1982, la situación de Venezuela experimentó nuevamente un profundo cambio. Los ingresos petroleros, empezaron a disminuir. La crisis económica mundial, y en particular la de los países latinoamericanos, comenzó a afectar profundamente al país. Por esta razón se anunciaron una serie de medidas económicas, implementadas para cubrir el déficit fiscal de 13.400.000.000 Bs., entre estas medidas figura el aumento del precio de la gasolina, la reducción de Bs. 8.500.000.000 de los gastos de los ministerios y los institutos autónomos, el aumento del impuesto de salida del país de Bs. 80 a Bs. 400 por persona y la prohibición, por el término de un año de las importaciones de ropa y calzado para caballeros.
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Para comienzos de 1983
, el flujo de divisas era insostenible. Y es así, como el 18 de febrero del mismo año, el Ministro de Hacienda anuncia al país el establecimiento de un régimen de cambios diferenciales y de una nueva tasa de cambios, con diferentes precios del dólar según fuera el uso que se les iba a dar. Por primera vez, los venezolanos no podían comprar dólares libremente y el precio de los que compraran era notoriamente más caro. Por lo que cabe destacar, que dicha fecha ha pasado a la historia económica del país, con el nombre de ‘Viernes Negro’; fue una fecha importante, ya que era la primera vez que el país recibía una señal seria, que trastocaba sus hábitos y modos de vida. El gobierno se vio obligado a reconocer que resultaba imposible hacerle frente a los compromisos externos que vencerían ese año. Al mismo momento se inicia un proceso de renegociación de la deuda externa venezolana cuyo monto, entre deuda pública y deuda privada, se estimó que sobrepasaba los US $ 50.000.000.000.  

Se crea la Oficina del Régimen de Cambios Diferenciales (RECADI), organismo encargado de analizar el registro de la deuda externa privada y de autorizar el otorgamiento de dólares calculados a las tasas preferenciales de Bs. 4,30 y Bs. 7,50 por dólar para las importaciones de productos esenciales o para gastos prioritarios (becas de estudio, etc.). Se implantó el Sistema Administrativo de Precios a través del cual se impusieron severos controles para impedir la transferencia a los precios fiscales de los incrementos en los costos de producción. El control de precios aplicado, consistió en una congelación transitoria en todo el Territorio Nacional, del precio de todos los bienes y servicios a los niveles vigentes al 18 de febrero de 1983.

Vencido el plazo establecido de 60 días, dentro del cual todos los precios habían quedado congelados, se puso en vigencia el referido Sistema Administrativo de Precios, que implicaba el regreso a la política de control generalizado de los precios. Por su parte, cabe destacar que con el pasar del tiempo RECADI se convirtió en foco de innumerables casos de corrupción donde se despilfarró una gran cantidad de dinero proveniente de las finanzas públicas venezolanas.

De igual modo es importante resaltar, que durante dicho quinquenio el crecimiento del ahorro privado experimentó una contracción importante, ya que el público prefirió destinar un porcentaje cada vez mayor de sus ingresos al consumo. Y paralelamente a esto, los niveles de desempleo se fueron incrementando paulatinamente hasta alcanzar al final del período cifras que sin duda eran alarmantes
.

En resumen, en el curso de la gestión de Luis Herrera, se origina un cambio de rumbo en la economía nacional que es producto de la reducción de las exportaciones del petróleo y de la caída de sus precios a escala mundial.

Política Exterior:

Ya vimos como el componente interno fue marcando los distintos acontecimientos durante este quinquenio; en Política Exterior se trazaron tres metas básicas y concretas para alcanzar en ese período: la búsqueda de un nuevo orden económico internacional; la institucionalización de la libertad, y la búsqueda de un área de seguridad con presencia venezolana
. 

En la búsqueda de un Nuevo Orden Económico Internacional hemos tratado de propiciar un clima de armonía y entendimiento para la solución de los problemas que afectan a la comunidad mundial, promoviendo al mismo tiempo la conjunción de esfuerzos y voluntades de los países en desarrollo para contribuir, en forma unida y solidaria a un nuevo orden internacional de paz y de justicia para todos los pueblos. La nueva orientación del Grupo Andino demuestra con claridad que es posible realizar una acción concertada y beneficiosa frente a diversos asuntos políticos de interés mundial y regional. (...) Venezuela compromete sus esfuerzos para coadyuvar al fortalecimiento de la paz y seguridad internacionales
.

Con la profunda convicción de que la autodeterminación en el derecho de los pueblos es condición básica para alcanzar la justicia social auténtica y duradera, nuestra política exterior se ha planteado la búsqueda del fortalecimiento de principios esenciales de la democracia en el ámbito internacional. Esta actitud expresa un mandato moral y constituye una forma de robustecer y consolidar nuestro poder político
.

Durante dicho quinquenio, el gobierno venezolano se mostró dispuesto al diálogo con Cuba y solicitó (aunque luego retiró su solicitud a causa del veto de Guyana) su ingreso en el Movimiento de Países No Alienados.

En lo que respecta a la disputa territorial con Guyana, durante la Asamblea General de la OEA celebrada en Santa Lucía (diciembre de 1981) se debatió largamente el problema relacionado con el art. 8 de la Carta de la OEA, según el cual no puede ser aceptado como Estado Miembro aquel que tenga pendientes cuestiones territoriales con un Estado miembro de la organización.  El tema cobró especial relieve por razón de la independencia de Belice, ocurrida en septiembre de 1981, y su ingreso a la ONU. Venezuela en concordancia con la posición sostenida anteriormente, fue muy particular al reconocer la independencia de Guyana. Distintas razones fueron esgrimidas por la representación venezolana tanto en el Consejo Permanente como en la Asamblea de la OEA, las cuales fueron acogidas por un número de países suficiente para impedir el proceso de discusión específica del contenido del art. 8.

La visita que realizó a Caracas en abril (1981) el Presidente de la República Cooperativa de Guyana, Forbes Burnham, sirvió para precisar la posición del Gobierno Nacional en cuanto a la represa del Alto Mazaruni y la aplicación del Protocolo de Puerto España. LHC manifestó en aquella ocasión que Venezuela ha mantenido una clara posición en el sentido de enmarcar las cuestiones relativas a las relaciones con Guyana sobre el territorio en Reclamación, dentro de la normativa del Acuerdo de Ginebra
.

Respecto al Protocolo de Puerto España, prórroga del Acuerdo de Ginebra al concluir el año 1981, se notificó a los Gobiernos de Gran Bretaña y de Guyana la decisión de no continuar aplicando dicho Protocolo más allá del 18 de junio de 1982. La misma notificación se le hizo al Secretario de las Naciones Unidas en New York. Guyana entonces tomó la decisión de internacionalizar el conflicto y  el gobierno guyanés presentó ante las ONU, FAO, UNESCO, OMS y OIT acusaciones agresivas contra nuestro país.

Al reanudarse la vigencia del Acuerdo de Ginebra el gobierno nacional planteó al gobierno de Guyana, la escogencia de la negociación como modo de solución de la controversia de conformidad con lo previsto en el art. IV del Acuerdo
, el artículo IV otorga un período de tres meses para que las Partes escojan uno de los modos de solución pacífica; al dejar pasar el tiempo, Guyana rechazaba la invitación a negociar y contrapuso acudir ante la Corte Internacional de Justicia; Venezuela rechazó tal propuesta y anunció su propósito de referir al Secretario General de la ONU la escogencia de los modos de solución pacífica, cosa que el gobierno de Guyana rechazó, porque ello constituiría la tercera etapa del procedimiento.

La necesidad de revitalización y puesta al día del Sistema Interamericano fue planteada por el Canciller en septiembre de 1979 ante el Consejo Permanente de la OEA; en dicha oportunidad, Venezuela señaló la necesidad de una audaz ‘diplomacia de reacción’, que había anquilosado el marco institucional de la Organización Hemisférica. El Estado venezolano auspicia una ‘diplomacia de proyección’, basada en la necesidad de actuar emprendedora y sustantivamente en la escena mundial por oposición a una política exterior tradicionalmente refleja, que sólo era capaz de dar respuestas a estímulos del momento, y se mostraba refractaria a adoptar una actitud abierta a la imaginación y a la fijación de objetivos reales en función del ‘interés soberano del país’
. Tal diplomacia, se basaría en el diálogo como instrumento de excelencia de las subregiones.

El presidente Herrera emprendió una gira por los países árabes; esta visita ocurrió antes de terminar el primer año de gobierno, en tiempo propicio para influir sobre la preparación de la próxima reunión Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno, en donde invitó a la OPEP
 a buscar fórmulas que aseguren el mantenimiento del poder adquisitivo del petróleo que exporta; a lograr influencia en los mercados monetarios internacionales; a buscar la reapertura del diálogo Norte-Sur sobre bases más firmes y realistas, incluyendo un selecto número de cuestiones importantes que aparte de la energía, analice problemas tales como el de las materias primas, comercio y asuntos monetarios y financieros; a convertir en una realidad la Agencia de Noticias de la OPEP para salir al paso de sus enemigos y detractores
.


Durante este gobierno se firmaron tres acuerdos con países caribeños: Saint Kitts-Nevis-Anguilla, Santa Lucía y Monserrat en 1980; esto con el fin de consolidar la posición de Venezuela en este espacio geográfico.


Otro hecho particular lo constituye la crisis surgida con ocasión del conflicto armado en las Islas Malvinas en 1982. La posición asumida por el país y por el gobierno nacional fue de absoluta solidaridad con la hermana República Argentina, a pesar de que estaba gobernada por una dictadura militar en las manos de Leopoldo Fortunato Galtieri. El apoyo venezolano durante la crisis representa además la permanencia de la posición tradicional  de respaldo a la soberanía argentina sobre las islas. En el seno de la OEA, en el Comité Jurídico Interamericano, en el Comité de Descolonialización y en la ONU ha sido inequívoca la posición venezolana. Las Islas Malvinas constituyen parte integrante del territorio argentino; y por lo tanto, el problema que enfrenta la comunidad internacional no es de autodeterminación sino de integridad territorial, pues ha sido desmembrada la Nación Argentina de una parte del territorio que le corresponde en virtud el uti possidetis iuris de 1810 después  de haber obtenido su independencia
.


Acontece en este período un episodio de política internacional que revela un rasgo general de la política venezolana. Desde el gobierno de Raúl Leoni se había planteado entre Venezuela y Colombia un diferendo respecto a la delimitación de las aguas marinas y submarinas del Golfo de Venezuela. Numerosas comisiones negociadoras han estado desde entonces tratando de encontrar una línea divisoria que satisfaga ambas naciones.


A lo largo del segundo semestre de 1979 y el primero de 1980, las comisiones negociadoras del momento llegaron a trazar una línea que parecía la base de un posible acuerdo. Por el lugar (Caraballeda) donde las comisiones trabajaron para llegar a ella, la propuesta recibió el nombre de ‘Hipótesis de Caraballeda’. Cuando la propuesta se hizo pública, hubo una fuerte reacción contraria, tanto de parte de grupos de opinión muy beligerantes en el tema de las relaciones bilaterales colombo-venezolanas y que tienen siempre el viento a favor en materia tan sensible para los venezolanos, como de parte de las Fuerzas Armadas, que no habían tenido participación en el proceso de negociaciones y que no estaban de acuerdo con la línea de Caraballeda, por razones de seguridad nacional.


Era razonable pensar que el gobierno respaldaba la hipótesis, puesto que la comisión negociadora lo representaba y el gobierno había permitido que las negociaciones avanzaran hasta formular esta propuesta. En esas circunstancias, por primera vez en mucho tiempo hubo rumores de inquietud  militar y de la preparación de un golpe de Estado, en caso de que el gobierno venezolano firmara un acuerdo con Colombia. Ante esa reacción, LHC dejó la propuesta de su cuenta, para que muriera indefensa y el asunto quedó así.

Capítulo 5

JAIME LUSINCHI 

2/2/1984 - 2/2/1989 


El gobierno del Doctor Jaime Lusinchi corresponde al período constitucional 1984-1989; es el sexto gobierno del sistema democrático iniciado en 1958. Jaime Lusinchi (JL) fue el candidato de AD en los comicios que se realizaron el 4/12/1983. Triunfó con 3775341 votos (56,5%), mientras que el candidato de COPEI, Rafael Caldera obtuvo 2298176 votos (30,6%). El triunfo de AD en las tarjetas pequeñas también fue holgado, obteniendo 113 diputados y 28 senadores, lo que le otorgó al gobierno una mayoría sólida en ambas cámaras.


Seis meses después, el 27 de mayo de 1984, se realizaron las elecciones municipales, las cuales arrojaron como resultados un 66% de los votos para el partido AD y 23,7% para COPEI. Puede decirse que el electorado colocó en manos del partido AD todo el poder necesario para que este pusiera en práctica su respuesta a la crisis que padecía la sociedad años atrás y que se agravó en el último año de gobierno de Luis Herrera Campins.

Los primeros pasos del gobierno (1984-1985):


Pese a la abrumadora victoria, JL inició su gestión de gobierno, el 2 de febrero de 1984, con palabras que reflejaban modestia y conciliación. Le tocaban tiempos difíciles, pues hacía un año que la moneda había sido devaluada, primer símbolo del estremecimiento de la economía sustentada en la renta petrolera. Los signos monetarios, fiscales y económicos eran negativos y existían contradicciones radicales entre las autoridades monetarias y  las fiscales sobre los métodos para resolver la crisis, lo que contaminaba el ambiente ahondando la incertidumbre. Las fallas en los servicios públicos y la corrupción administrativa hecha pública contribuían a oscurecer el panorama. A todo esto se  agregaba el problema de la deuda interna y externa que daba un relieve dramático a la coyuntura, al reducir las posibilidades de implementar soluciones.

El día de la toma de posesión Lusinchi reafirmó su promesa electoral de ser el presidente que siempre hablaría con la verdad. Al referirse al problema de la deuda externa afirmó que “Venezuela pagará todo lo que debe, hasta el último centavo”; insistió en lo apremiante de una reforma integral del Estado para “redimensionarlo y restituir su jerarquía” y reiteró la necesidad del “pacto social”, ofrecido durante su campaña electoral, para sanar las heridas y alcanzar una distribución más equitativa de la riqueza
. En ese discurso inaugural  desarrolló su percepción del problema de la corrupción, a la cual caracterizó como una cultura de gran arraigo derivada de la renta petrolera, asegurando que su gobierno daría ejemplo de honestidad. Sobre política exterior prometió la solidaridad como una obligación hacia América Latina. El discurso tuvo una acogida favorable en la opinión pública, a tono con las expectativas del momento, y concordante con la imagen que de Lusinchi tuvo la población durante la campaña electoral.

El discurso de toma de posesión fue complementado el 24 de febrero con el anuncio del conjunto de medidas económicas que guiarían su acción de gobierno. Se establecieron 4 tipos diferenciales de cambio: el Bs. 4,30 por dólar, fijado por LHC un año antes, se mantuvo dándole como fecha máxima de vigencia el mes de diciembre de 1985; se otorgó sólo para el pago de las cuotas de capital de las deudas externas, para los estudiantes en el exterior y ciertos alimentos esenciales y medicinas determinados por una resolución previa del Ministerio de Hacienda. El dólar a Bs. 6 se concedió para la compra y venta de divisas de los sectores petroleros y del hierro, el de Bs. 7,50 para las transacciones comerciales y financieras de los sectores público y privado, así como para el servicio de la deuda. Para las actividades restantes, el dólar fluctuaría de acuerdo con la demanda.

En cuanto política de precios, se mantuvo el sistema administrado de precios que venía de la gestión anterior. En materia petrolera, se anuncio la voluntad de devolverle autonomía financiera a la industria para asegurarle sus inversiones y futuro desarrollo, y se anunciaron próximos aumentos del precio de la gasolina y otros derivados del petróleo. Poco después el precio de la gasolina se fijó en Bs. 1,20 la alta y Bs. 0,80 la baja.

En el campo financiero, se anunció una baja drástica de las tasas de interés y el pago en breve de las deudas del Estado, sobre todo aquellas contraídas con los agricultores y pequeños y medianos empresarios. En la búsqueda de un equilibrio social, se anuncio, entre otros, un bono compensatorio de transporte de Bs. 100 mensuales para los asalariados de menos de Bs. 3000 mensuales durante un período de 2 años; el establecimiento de comedores industriales y la promesa de incrementar en un 10% la nómina de las empresas para el próximo semestre. Por otra parte, se ordenó a los ministros revisar sus programas para reducir los gastos de funcionamiento. 

Se anunciaron algunas medidas tendientes a estimular el desarrollo agropecuario entre ellas elevar el aporte de la banca privada a la agricultura a un 22,5% de sus carteras crediticias. El presidente recalcó la onerosa cifra de la deuda, que ubicó en los Bs. 175.000 millones, un endeudamiento, dijo, muchas veces contraído al margen de la ley, y reiteró que se estableciera la verdad sobre el mismo.

En septiembre de 1984 el presidente anunció desde New York, donde se encontraba para pronunciar un discurso ante la Asamblea General de la ONU, un acuerdo con la banca internacional mediante el cual se establecían las bases para un convenio de financiamiento de la deuda externa y a fines de noviembre, Cordiplan
  presentó al Congreso los “Lineamientos generales del VII Plan de la Nación”. La presentación del VII Plan desató fuertes críticas y polémicas, en especial por parte del sector empresarial, viéndose prontamente troncada su realización, lo que conllevó a la renuncia del ministro Luis Raúl Matos Azócar al iniciarse 1985. 

Este Plan traía algunas novedades, entre ellas, la aplicación de la planificación estratégica, la cual trataba de superar los límites de la planificación tradicional, llamada normativa, al incluir las consideraciones de los actores capaces de generar las decisiones necesarias para la acción planificadora.

 Pese a lo efímero del VII Plan vale la pena destacar algunos de sus elementos. Diagnosticó la situación del momento como de agotamiento del modelo venezolano de crecimiento y afirmó la necesidad de avanzar, desde la sociedad rentista, hacia otra donde el crecimiento y el desarrollo resultaren del trabajo productivo de los venezolanos. Se hizo un listado de los problemas del país, empezando con la consabida excesiva dependencia de la explotación petrolera y se expuso como estrategia general un conjunto de ‘proyectos de acción’ destinados a reiniciar el crecimiento económico, acelerar el desarrollo social y crear una sociedad más libre.

La estrategia descansaba para su viabilidad en dos bases: la conformación de un proyecto político consensual llamado “El Pacto Social y la reestructuración del Estado”; como eje de la estrategia económica se promovían la agricultura, la industria y el turismo, buscándose al mismo tiempo una transformación y modernización del sector público para redefinir su papel en la actividad económica. Se señaló la necesidad de privatizar o transferir al sector privado un conjunto de actividades y servicios. Dentro de la estrategia social se habló de establecer incentivos especiales para las empresas que adoptasen tecnologías intensivas en mano de obra. Se afirmó que se facilitaría para el sector informal acceso al crédito y la tecnología, mediante fondos de garantía y apoyo a las empresas familiares de abastecimiento de alimentos, construcción, confección y artesanía. 

Se señaló la necesidad de una política tributaria centrada en la renta personal y el consumo suntuario. Se asentó igualmente, que se diseñaría un “Sistema Integrado de Transferencia Sociales” que incluía entre otros, la cesta familiar, becas a los escolares, programas de atención nutricional en el preescolar, atención prioritaria en salud, vivienda y educación.

En cuanto a la estrategia política, el VII Plan planteó la profundización de la democracia mediante la conquista de la ‘democracia social’, la cual exigía democratizar al Estado, las relaciones entre sociedad civil y el Estado e incluso la base de sustentación de la sociedad civil mediante un tercer sistema de propiedad, que se llamó el “Sistema de Cooperación Económica”. El objetivo de alcanzar con este sistema era el de extender el acceso a la propiedad empresarial a sectores de menores recursos, equilibrando con ellos las relaciones de propiedad.

El proyecto de acción que se correspondía con esta estrategia, implicaba la privatización de varias empresas estatales para conformar las bases sobre las cuales crear y desarrollar dicho sistema. La temprana salida del ministro Matos Azócar ilustró las dificultades que confrontó el Ejecutivo para implementar su pacto social y anunció el distanciamiento de uno de los sectores de AD que lo habían llevado al poder: el sindical. Por otra parte el VII Plan de la Nación prácticamente no pudo aplicarse por las fuertes resistencias a muchas de sus proposiciones, en especial al “Sistema de Cooperación Económica”. En su lugar, durante este quinquenio la acción gubernamental en materia económica se orientaría por lo que se llamó el “Plan Trienal de Inversiones”.

La reforma del Estado: 


El 17 de diciembre de 1984 el presidente decretó la creación de la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (COPRE). El propósito de dicha comisión estuvo en consonancia con el VII Plan, pues se trataba de establecer un “Estado moderno, esencialmente democrático y eficiente, en el cual los postulados de la Constitución adquieran plena vigencia y la participación ciudadana constituye un elemento efectivo en la toma de decisiones de los poderes públicos”.

 Las actividades de la COPRE se iniciaron en los primeros meses de 1985 presididas por Ramón J. Velásquez y como secretario ejecutivo Carlos Blanco, siendo su mandato el de adelantar una reforma consensual; se crearon un conjunto de subcomisiones y equipos de técnicos, con la finalidad de diagnosticar y jerarquizar los problemas; simultáneamente se desarrollo un amplio proceso de consulta a la sociedad política y civil. Esto permitió recoger del seno de la sociedad las principales quejas y recomendaciones en torno al tema de la reforma, al mismo tiempo que mantenía informado y ampliaba los sectores comprometidos con la misma; esta forma de trabajar le produjo resultados positivos, al crearle un sólido piso de sustentación sociopolítica que le permitió presionar al gobierno cuando a este le faltó voluntad política para instrumentar las reformas.

Hacia finales de 1985 comenzaron a cristalizar en propuestas específicas algunas de las ideas que se debatieron a lo largo del proceso de consulta; pero las que captaron la atención de la sociedad y recibieron mayor resistencia por parte de los actores hegemónicos,  fueron  aquellas  de  contenido  político las cuales eran consideradas fundamentales por la COPRE en la búsqueda de la reforma integral.

Los documentos más importantes fueron cuatro que aparecieron entre 1986 y 1987: Propuestas para políticas inmediatas (1986); Lineamientos generales para una política de descentralización territorial en Venezuela (1987); Propuesta para impulsar el proceso de descentralización en Venezuela (1987) y Reformas inmediatas del Poder Judicial (1986). Además de estos documentos aprobados unánimemente en el seno de la comisión, fueron elaborados también algunos documentos sobre reformas económicas, entre ellos los “Lineamientos generales para una nueva estrategia económica para Venezuela” (1987). Pero ningún documento sobre esta materia logró aprobarse en las plenarias de la comisión, lo cual fue clara expresión de las dificultades que existían entre las fuerzas políticas para diseñar alternativas consensuales para el cambio en las relaciones entre el Estado y la economía.

El documento Propuestas para reformas políticas inmediatas fue el primero de contenido netamente político y apuntó directamente al lugar donde se alojaban algunas de las imperfecciones más graves que venían degradando la democracia venezolana; las reformas que se proponían en el documento abarcaban los siguientes aspectos: 

· Profundización de la democracia de los partidos; 

· Reformas a la Ley Orgánica del Sufragio;

· Elección popular, directa y secreta de los gobernadores de las entidades federales;

· Reformas a la Ley Orgánica de Régimen Municipal conteniendo entre ellas la creación de la figura del alcalde y su elección del mismo modo que los gobernadores;

· Financiamiento de los partidos políticos.


Además de la polémica originada con este documento surgieron nuevos debates a propósito de las reformas de descentralización; los documentos sobre descentralización incluyeron un diagnóstico fiel de la excesiva concentración de la administración pública, así como de la centralización del poder político, y ampliaron el radio de las reformas ya expuestas en el documento anterior. 

Entre las nuevas propuestas, además de insistir en la elección de gobernadores y alcaldes, se sugería la eliminación de las formas supraestatales de organización territorial que venían desarrollándose en la planificación nacional bajo el esquema de “regiones económicas”. La propuesta consistía en volver a la organización territorial establecida en la Constitución, conformada por los municipios como unidades primarias y las entidades federales como unidades regionales.

Entre 1988 y 1989 el Congreso discutió y aprobó la Ley sobre Elección y Remoción de Gobernadores de Estado, la Ley sobre el Período de los Poderes Públicos de los Estados, la Ley Orgánica de Régimen Municipal y la Ley Orgánica del Consejo de la Judicatura. Con estas leyes se abrieron oportunamente espacios para cambios en el funcionamiento del Estado y del sistema político.
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El refinanciamiento de la deuda y la situación económica:

Otra de las importantes promesas electorales hechas por Lusinchi fue la de obtener en un plazo breve la reestructuración de la deuda pública externa. Las medidas económicas anunciadas en febrero de 1984 fueron el primer paso en esa dirección, toda vez que se ajustaban a las condiciones que venía sugiriendo el Fondo Monetario Internacional (FMI) para darle créditos a los países necesitados de ello. Si bien el gobierno se había negado a negociar con esa agencia internacional, había asumido voluntariamente las condiciones que esta exigía como formula para entenderse con la banca acreedora.


Después de innumerables tensiones externas e internas, el gobierno logró firmar un acuerdo de refinanciamiento en febrero de 1986; este primer acuerdo fue suscrito en medio de la tendencia a una baja de los precios del petróleo en los mercados internacionales, que a lo largo de 1986 se agudizaría. Esto obligó al gobierno venezolano a solicitar poco después de firmar el convenio, el postergamiento de los pagos de amortización de la deuda, correspondientes a 1985 y 1986, así como a plantear la reapertura del proceso de negociación para lograr plazos más largos e intereses más largos.
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El año de 1986 fue crítico para Venezuela en materia económica; el precio del petróleo venezolano que en enero era de 24 US$ por barril, cayó en marzo a 13,42 US$ por barril y en junio llegó a ubicarse en 12,99 US$, con lo cual, los ingresos fiscales se contrajeron casi a la mitad. Eso compelió al presidente a anunciar un ‘golpe de timón’ en el terreno económico en diciembre de 1986. Es de señalar que desde finales de 1985 el gobierno venía aplicando una política expansiva del gasto público con el objeto de reiniciar el crecimiento económico, tal como lo había prometido al comenzar la gestión. Esta política continuó en 1986 pese al descalabro de los precios petroleros, confiándose en diversas formas de endeudamiento y echando mano al ahorro de los años anteriores.


Aún cuando el discurso del presidente en 1986 buscaba transmitir el mensaje de un reacomodo a las nuevas circunstancias, lo cierto fue que en los años siguientes se continuó en la misma línea de la expansión del gasto fiscal como expediente para impulsar el crecimiento económico. Las nuevas medidas cambiarias anunciadas en ese discurso aumentaron las utilidades del Estado, permitiendo subsanar parcial y artificialmente la brecha fiscal, y seguir consumiendo dentro de una situación ficticia de recursos, por su parte los precios del petróleo siguieron bajos durante 1987 y 1988, aun cuando no se llegó a los niveles dramáticos de 1986.


El nuevo acuerdo de refinanciamiento que se firmó en enero de 1987, junto con las faltas de iniciativas para crear nuevas fuentes de ingresos desembocó en la contracción masiva de las reservas internacionales al final del período de gobierno. Este nuevo acuerdo, pese a proporcionarse como ‘el mejor refinanciamiento del mundo’ reflejó la posición débil y poco agresiva de Venezuela en la mesa de negociaciones. El país no obtuvo período de gracia, mientras México, que había firmado cuatro meses antes había logrado un período de siete años; se estableció un plazo de catorce años para pagar, mientras que a México se le otorgaron veinte, y la tasa de interés a pagar por Venezuela también fue ligeramente superior a la obtenida por el otro país.


Entre 1983 y 1987 Venezuela pagaría cerca de 30.075 millones de dólares por concepto de la deuda externa, habiendo recibido en ese mismo período como retorno sólo unos 12.812 millones de dólares. El 2 de enero de 1989 el presidente Lusinchi anunció la suspensión del pago de la deuda a partir del próximo 17 de enero, pasándole a su sucesor el problema, como en su momento también le fue pasado a él por el gobierno de LHC.

Otros hechos:


En enero de 1986 el Papa Juan Pablo II visitó Venezuela, fue la primera vez que el máximo prelado de la Iglesia Católica ponía pie en suelo venezolano. Aparte de la fiesta o alegría de este acontecimiento, muchos televidentes pudieron percatarse de que el presidente Lusinchi recibía al Papa en el Aeropuerto de Maiquetía, acompañado de su esposa y primera dama, Doctora Gladys de Lusinchi, y luego mientras lo esperaba en el Palacio de Gobierno estaba acompañado de su secretaria privada, Blanca Ibáñez. Este hecho reveló el inmenso poder que ejercía la secretaria en el país, ya que comenzaron denuncias acerca del tráfico de influencia para el otorgamiento de los dólares preferenciales; así como otros aspectos de gobierno. 


Posteriormente los hechos de corrupción se fueron incrementando, llegando incluso a tocar al propio presidente en el caso de malversación de fondos de la partida secreta para la compra de unos vehículos rústicos para la campaña electoral de su partido AD. Esto trajo como consecuencia el posterior enjuiciamiento del mandatario, junto a varios de sus ministros.

Relaciones Exteriores:


La crisis económica originada en 1983 como consecuencia de la caída súbita de los precios del petróleo, unida a una fuerte devaluación de nuestro signo monetario que dificultaba el pago de intereses de la deuda externa pública, condujo al gobierno de Jaime Lusinchi a tratar el tema de las relaciones exteriores de manera coyuntural antes que estructural.


Aun cuando se preservaron los principios básicos de la diplomacia desarrollada en la década de los setenta, reivindicados por la cancillería de Luis Herrera Campins en la segunda mitad de su administración, la política exterior no mantuvo la misma profundidad, debido a las dificultades económicas antes esgrimidas.


Se intensificaron los viajes de las misiones económicas que buscaban un acuerdo de refinanciamiento con la banca acreedora internacional. Se establecieron misiones diplomáticas con Saint Kitts-Nevis-Anguilla; Malasia, Sri Lanka, Nepal, Singapur y Zimbabwe. 


Las relaciones con Uruguay se reanudaron el 13 de enero de 1985. La convivencia con Colombia alcanzó un punto crítico, incluso al borde de un conflicto bélico, cuando en agosto de 1987, a raíz del incidente causado por la corbeta OARC Caldas al penetrar en aguas del Golfo de Venezuela; la situación fue bien manejada, obligando a la corbeta colombiana a retirarse a aguas internacionales.

Capítulo 6

VENEZUELA EN LA DÉCADA PÉRDIDA
La Reunión Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de los países signatarios del Pacto Subregional Andino con ocasión del X Aniversario del Acuerdo de Cartagena, fue el marco adecuado para que los países bolivarianos dieran el paso audaz y necesario para proyectar su acción más allá de la simple concertación de políticas orientadas a la complementación e integración de sus economías; en este foro, se acordó la acción internacional multilateral de los países andinos como modus operandi, el sistema de consultas permanentes entre los Ministros de Relaciones Exteriores de Venezuela, Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia. Nació de esta manera el Grupo Andino que destacada participación tendría en el agitado proceso de 1979. De ella se obtuvo: la suscripción del Tratado de creación del Tribunal Andino de Justicia, el 28 de mayo de 1979, que luego entrara en vigencia el 19 de mayo de 1983; la creación del Parlamento Andino, el 25 de octubre de 1979; y la creación del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, el 12 de noviembre de 1979; y también hizo su primera declaración multilateral en relación con la situación de Centroamérica (La Declaración de Nicaragua)
. 

Acá podemos darnos cuenta del cómo las acciones políticas hacia el exterior de un presidente, deben legitimarse con el discurso hacia dentro del país y viceversa. Como se explicó en el capítulo 4, en el aparte de Relaciones Exteriores; Venezuela se había trazado tres metas básicas y concretas, entre ellas la búsqueda de un nuevo orden económico internacional. Al Venezuela patrocinar los cambios en la estructura de la CAN, estaba legitimando su discurso, por un lado, y por el otro siendo coherente en su actuación internacional. De igual manera al participar en la Declaración de Nicaragua, Venezuela daba otro paso en la consecución de esas metas, como lo es la institucionalización de la libertad y la autodeterminación de los derechos de los pueblos.

La característica dominante de la década de los ochenta fue la crisis económica por la que atravesaron los países andinos, y el consiguiente estancamiento y hasta cierto punto retroceso que experimentaron éstos en su camino hacia el desarrollo. Esto puede evidenciarse en los distintos gráficos que fueron presentados en los 2 capítulos anteriores.

Al igual que los demás países de América Latina, los países del Grupo Andino y es especial Venezuela, tuvieron déficit acentuados en sus balanzas de pagos, que los obligó a imponer restricciones a las importaciones, afectando por igual a países socios y a los demás. A esto se sumó el problema de la deuda como resultado del endeudamiento exorbitante en que había incurrido Venezuela desde mediados de la década anterior, aprovechando la irrupción de la gigantesca liquidez internacional, lo que obligó a aplicar medidas recesivas en virtud de las recomendaciones del FMI.
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En este gráfico
 podemos apreciar cómo Venezuela mantuvo sus exportaciones e importaciones en relación con la CAN; durante 1979 se puede observar que hubo una balanza de pagos desfavorable; la cual posteriormente se torno positiva para el resto del período. Nótese que hasta 1987 hay una tendencia estable por debajo de los 4000 millones de bolívares, e incluso se aprecia las bajas en las exportaciones del país en los años 82, 83 y 85. Mientras que las importaciones del país caen abruptamente en 1983 y se mantienen en niveles bajos hasta 1987.
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En lo que respecta a las Importaciones y Exportaciones entre Venezuela y Bolivia
, podemos evidenciar una balanza de pagos desfavorable a Venezuela hasta 1984, la cual se repite en el período 88-89. El comercio bilateral es pequeño entre las dos naciones.
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En esta gráfica
 se expresa el comercio entre Venezuela y Colombia, se puede evidenciar en primer lugar, que el comercio de Venezuela con este país es el mayor de todos los países miembros de la Comunidad Andina; por otra parte la balanza comercial favorece a Venezuela, salvo en 1988. 
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En la gráfica
 anterior tenemos que hasta 1982, se importaban más de Ecuador que lo que se exportaba; por otra parte se puede evidenciar el aumento de las exportaciones hacia esta nación a partir de 1987.
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En esta gráfica
 podemos ver en primer lugar, que existía una balanza comercial favorable a Perú hasta el año 1985; luego a partir de 1986, esta se torna favorable a Venezuela. De igual manera se puede ver el aumento de los indicadores a partir de 1986.


En los 4 gráficos anteriores en importante notar el descenso de los índices durante los años 82-86 principalmente; por otra parte se puede ver que el principal socio comercial de Venezuela dentro del Acuerdo de Cartagena es Colombia, con quien se tiene un elevado intercambio económico; mientras que Perú se mantiene como segundo socio más importante. Bolivia y Ecuador ocupan posiciones marginales en esta comparación (sin dejar de tener importancia) económica. Por otra parte es obvio que durante esta época Venezuela disminuyera su comercio internacional, ya que por las causas por todos conocidas, el país no se encontraba en condiciones de manejar adecuadamente el comercio internacional, debido en primer lugar al problema cambiario, producto del viernes negro; de igual manera otro factor que afectó fue el de la deuda externa de la nación; otra de las razones fue el aletargamiento del aparato productivo de la nación venezolana.

A esta situación contribuyeron también factores externos como la drástica disminución de los precios del petróleo, el incremento del proteccionismo de los países desarrollados, el cierre de las fuentes de financiamiento exterior, la transferencia neta de los recursos hacia los países industrializados y el deterioro de la relación de los términos de intercambio, como resultado de la crisis de la economía mundial. La crisis mundial, transmitida por los países industrializados a América Latina en su afán de contrarrestarla, puso de manifiesto la extrema vulnerabilidad externa de América Latina y de los países andinos.

Los años ochenta fueron para la integración andina los años del estancamiento y del retroceso. Por eso, hay quienes afirman que "la década perdida del desarrollo latinoamericano, fue también la década perdida de la integración andina".

Las manifestaciones de la crisis de la integración fueron, entre otras, las siguientes:

· Incumplimiento de los compromisos derivados del Programa de Liberación.

· Se dejaron de aplicar los programas de desarrollo industrial conjunto como resultado del abandono de la planificación. 

· Los países comenzaron a modificar en forma unilateral algunas políticas comunitarias como la de inversión.

· Se flexibilizó la aplicación del Arancel Externo Mínimo Común y no se cumplió con la adopción del Arancel Externo Común en el plazo previsto.

Uno tras otro, los países fueron adoptando medidas de restricción del comercio
, destinadas a generar excedentes de divisas necesarios para el pago de sus compromisos financieros. Dichas medidas restrictivas en lugar de disminuir fueron en incremento. Las formas que adoptaron fueron las de licencias previas, de registros de importación, de autorizaciones de importación, etc. 

Los países recurrieron muy poco a las cláusulas de salvaguardia, mecanismo previsto en el Acuerdo para eventuales problemas derivados de la aplicación del Programa de Liberación. En efecto, de los 5787 ítem sujetos a restricciones derivadas de disposiciones nacionales, tan sólo 45 correspondían a las cláusulas de salvaguardia.

El impacto de las restricciones sobre el comercio fue decisivo. Para finales de 1986 el comercio recíproco había caído a los niveles de 1976, al registrar poco más de 600 millones, y el alcance del Programa de Liberación se redujo a un porcentaje mínimo de intercambios. Luego de la tendencia expansiva del comercio intrasubregional en la década de los setenta y de que en 1981 alcanzara su nivel máximo de 1239 millones de dólares, el comercio intrasubregional tuvo una tendencia de carácter recesivo, al registrarse, entre 1981 y 1986, un deterioro a un ritmo de menos 11,4% como promedio anual.

En este período, todos los Países Miembros, excepto Bolivia, contrajeron sus importaciones andinas. Colombia, Ecuador y Perú lo hicieron a tasas promedio anuales que fluctuaban alrededor del 8 por ciento, mientras para Venezuela fue superior al 20 por ciento.

La abrupta contracción de las compras por parte de Venezuela en este período gravitó de modo particular en la evolución del comercio, no sólo por el modo acelerado en que ocurrió, sino porque el país se había constituido dentro del mercado andino como el de mayor importancia comercial (excluyendo combustibles) al significar un promedio del 45 por ciento de la demanda subregional.

Desde 1985 hasta el 31 de diciembre de 1987, los Países Miembros suscribieron ocho convenios bilaterales al margen de la normatividad andina en la búsqueda de alternativas viables que les permitiera reactivar su comercio. Al amparo de esos convenios, que incorporaban un total de 809 ítem, distribuidos por países, se efectuó el 40 por ciento de las exportaciones intrasubregionales. Sin considerar combustibles y derivados esa relación llegó a significar algo más del 43 por ciento.

Los incumplimientos de los compromisos asumidos por los países del Grupo Andino fueron mínimos a comienzos de los ochenta, pero poco a poco se fueron generalizando a tal punto de que se hizo difícil llevar un registro. De acuerdo al informe presentado por la Junta en 1984, uno de los principales incumplimientos de Venezuela estaba en relación directa con los plazos fijados por el Acuerdo de Cartagena para la formación del mercado ampliado, de la unión aduanera y de la programación industrial conjunta, etc.

En lo que se refiere al Arancel Externo Común, el Acuerdo de Cartagena señalaba el 31 de diciembre de 1983 como fecha de su perfeccionamiento o su plena aplicación. De igual modo, de conformidad con los Artículos 62 y 104, la Comisión debió aprobar el AEC a más tardar el 31 de diciembre de 1979 a fin de que los países mayores y menores inicien el proceso de aproximación el 31 de diciembre de 1983 y el 31 de diciembre de 1990, respectivamente.

El problema del vencimiento de los plazos se presentó no obstante que éstos ya habían sido objeto de ampliaciones con ocasión de la adhesión de Venezuela (1973), del Protocolo de Lima (1976) y del Protocolo de Arequipa (1978). Fueron también objeto de una nueva revisión con ocasión del Protocolo de Quito. Otro grupo de incumplimientos consignados en el informe presentado por la Junta en 1984 está integrado por Decisiones de la Comisión del Acuerdo de Cartagena no incorporadas al Derecho Interno de los Países Miembros. 

En 1982 ya se daba cuenta de catorce Decisiones de la Comisión que los Países Miembros no habían cumplido con incorporar a su ordenamiento jurídico interno. De esas 14, cinco correspondían al campo de la armonización, cuatro a la programación industrial, dos al funcionamiento del mercado ampliado y tres a la integración física. Se incluía también en este tipo de incumplimientos la falta de expedición de disposiciones administrativas para la aplicación concreta de los mecanismos. Esos incumplimientos, cuya relación está contenida en el decimoctavo Informe de la Junta sobre cumplimiento, abarcaban las áreas de la programación industrial, el arancel externo común, el arancel externo mínimo común y el programa de liberación.

La situación de crisis del proceso trajo consigo la necesidad de avanzar en una reorientación del mismo. En septiembre de 1982, la Junta presentó a consideración de los Países Miembros el documento "Evaluación del Programa de Reactivación y Examen de la Situación Actual y Perspectivas del Proceso de Integración Subregional", a través del que advierte respecto al inquietante cuadro de problemas que configuran una situación crítica.

Luego, en la ceremonia de instalación del XXXV Período de Sesiones Ordinarias de la Comisión, realizado en enero de 1983 en Santa Cruz de la Sierra, la Junta planteó la necesidad de ejecutar un plan de acción en el cual deberían considerarse estrategias sectoriales en las diferentes áreas prioritarias de la integración andina.

Sobre la base del documento presentado por la Junta, la Comisión inició las deliberaciones que condujeron finalmente a la adopción del Plan de Reorientación del Proceso Andino de Integración y de las Estrategias Sectoriales. Dicho Plan, cuyos principales lineamientos fueron recogidos por los Presidentes Andinos en la Declaración "Nuestra Patria es América", fue adoptado por la Comisión en su XXXV Período de Sesiones Extraordinarias, entre el 6 y 8 de julio de 1983, en Lima.

Dicho Plan señalaba un conjunto de acciones prioritarias que se constituyeron en un derrotero de lo que posteriormente fue la definición del nuevo estilo o modelo de integración andino, caracterizado por un mejor equilibrio entre los sectores, por una participación más activa de los grupos sociales, por un mayor pragmatismo y flexibilidad en el uso de los mecanismos y por el ejercicio sistemático de la capacidad de acción externa conjunta.

Para la aplicación práctica de dicho Plan, la Junta planteó a la Comisión del Acuerdo de Cartagena ocho estrategias sectoriales en las siguientes áreas prioritarias: 1) Relaciones Externas, 2) Agropecuaria, 3) Comercial, 4) Industrial, 5) Financiera y de Pagos, 6) Ciencia y Tecnología, 7) Integración Física, Fronteriza y Turismo, y 8) Régimen especial para Bolivia y Ecuador.

Sin embargo, dicho plan no se llegó a instrumentar debido entre otras razones a la difícil situación económica de los países de la Subregión y al incumplimiento generalizado de los mecanismos del Acuerdo.

Con el fin de actualizar el Ordenamiento Jurídico, la Junta presentó el 16 de marzo de 1984 un documento titulado "Problemas y opciones actuales del proceso de integración subregional".

Luego, en el XXXIII Período de Sesiones Ordinarias realizado en 1983, la Comisión examinó el documento y encargó a la Junta preparar un anteproyecto de Protocolo, el que fue entregado a los países el 31 de mayo de 1984 con el título "Anteproyecto de Protocolo Adicional al Acuerdo de Cartagena".

Los Cancilleres del Grupo Andino, reunidos en 1985 en Cartagena de Indias, dieron entre otras instrucciones las siguientes: actualizar y flexibilizar los plazos confiriendo facultades a la Comisión para ajustarlos; actualizar el Programa de Liberación, preservando los avances logrados y propendiendo a una participación equitativa de los países; utilizar las cláusulas de salvaguardia como único mecanismo de excepción; establecer nuevas modalidades para el desarrollo industrial conjunto; fortalecer el desarrollo agropecuario subregional; y acordar tratamientos más favorables a Bolivia.

Con base en todo esto, se elaboró un Protocolo Modificatorio del Acuerdo de Cartagena que luego de intenso proceso de negociaciones fue aprobado y suscrito en Quito el 12 de mayo de 1987 y entró en vigencia el 25 de mayo de 1988. El Protocolo constituyó un enfoque realista de cuánto podría hacerse en ese momento para dar continuidad al proceso de integración andino. Ese realismo se tradujo en la flexibilización de las nuevas disposiciones y en la ampliación del espectro de opciones de integración y cooperación.

En lo referente a los mecanismos orientados a la conformación del mercado ampliado, si bien se mantiene el objetivo de estructurar una unión aduanera, no se definen plazos para su culminación. En cuanto al Programa de Liberación, se amplían los plazos para la apertura del mercado de los productos reservados para las modalidades de desarrollo industrial y para la incorporación de una parte importante de los productos exceptuados de su cumplimiento. Se establecen plazos para el cumplimiento del Programa de Liberación por parte de Bolivia y Ecuador para su primera etapa.

Asimismo, se introducen dos nuevos mecanismos de excepción del Programa de Liberación: el Régimen Transitorio de Administración de Comercio, que permite la aplicación de cupos de importación para un grupo de productos afectados por situaciones especiales, y una nueva Cláusula de Salvaguardia, que posibilita la aplicación de medidas correctivas a importaciones que causen perturbaciones en la producción nacional de productos específicos.

En cuanto al Arancel Externo, se previó la posibilidad de la aplicación por parte de Bolivia y Ecuador del Arancel Externo Mínimo Común y se dejó sin plazo la adopción del AEC por parte de los Países Miembros, quedando sujeta su posterior adopción a los avances del proceso. En lo que respecta a la antigua Programación Industrial, cuyo avance era limitado debido a su alto grado de complejidad, el Protocolo de Quito dispuso que, en lugar de los Programas Sectoriales de Desarrollo Industrial, se establezcan tres nuevas modalidades: Programas de Integración Industrial, Convenios de Complementación y Proyectos de Integración Industrial.

El Protocolo de Quito introdujo otras modificaciones. En los aspectos institucionales, incorpora al Tribunal Andino de Justicia y al Parlamento Andino como órganos principales del Acuerdo, por un lado; y de otro, como órganos auxiliares, a los Consejos Consultivos Empresarial y Laboral.

Simultáneamente a la aprobación del Protocolo de Quito, se aprobó un Programa de Transición (Decisión 225) para asegurar la marcha del proceso hasta el día de entrada en vigencia del Protocolo y para contar con criterios y acciones concertadas que permitieran a los Países Miembros superar la crisis del proceso.


Las Resoluciones durante este período en las que Venezuela exigió la suspensión del Arancel Externo Mínimo Común para la importación de los siguientes productos fueron:

Resolución
Fecha
Ítem

133
4-abril-1979
Protóxido de Plomo

137
10-julio-1979
Taladros y Lijadoras

138
11-julio-1979
Pastas orgánicas de Madera a la Soda y al Sulfato, sin bloques de Coníferas

143
12-noviembre-1979
Paladio y Platino

148
7-diciembre-1979
Avena para la alimentación de animales

194
15-abril-1982
Algodón de fibra media

215
5-abril-1983
Algodón

Aquí podemos apreciar que por ejemplo durante la crisis generada en 1982, en la cual, el gobierno nacional prohibió la importación de ropa de caballeros
, por el otro lado solicitó que la CAN suspendiera el Arancel Externo Mínimo Común para el Algodón de fibra media; esto con el fin de disminuir el Arancel con el que el país pechaba a este producto para así favorecer a la industria textilera nacional. De la misma forma lo hizo de nuevo durante 1983 al solicitar la misma medida para el algodón.


Existe en particular una Resolución (280), de fecha 25 de mayo de 1988, en la cual aplica la cláusula  de Salvaguarda del Art. 79 del Acuerdo de Cartagena a favor de Venezuela; esta resolución esta relacionada a la Aplicación de Licencias de Importación para algunos productos.


Es de especial mención, que durante el Bicentenario del Natalicio del Libertador Simón Bolívar, se llevó a cabo en Caracas, el Trigésimo sexto período de sesiones extraordinarias de la Comisión; durante estas reuniones se aprobaron dos decisiones importantes: la primera fue la Decisión 182, en la cual se crea el Sistema Andino “José Celestino Mutis” sobre agricultura, seguridad alimentaria y conservación del ambiente; la otra fue la Decisión 183 en la cual se crea el Programa de Caracas para la Cooperación en Investigación y Formación Científica y Tecnológica de los Países Miembros. Acá podemos evidenciar otro punto de conexión entre la política interna y la actuación de Venezuela en la CAN. En primer lugar, recordaremos que 2 de las prioridades del gobierno de LHC, estaban relacionadas con 2 áreas prioritarias, como lo son, la educación y la agricultura. Al Venezuela suscribir un Acuerdo en el que se crea el Sistema Andino “José Celestino Mutis”, le da coherencia a su  política interna de reactivación económica, sufrida por la caída de los precios del crudo; por otra parte, el presidente Herrera consideraba a la educación como punto crucial de su programa de gobierno
, de la misma manera debía apoyar todos los programas que tuvieran tendencia a lograr este objetivo. 


Otra decisión importante fue la Decisión 226, del 11 de mayo de 1987, la cual reglamenta el inciso tercero del Artículo 79 del Acuerdo de Cartagena, que busca implementar medidas de emergencia para reactivar el comercio intra-andino, en vista de la situación que se estaba atravesando en relación con el estancamiento del mismo.


Es de especial atención que durante los años 1984-1989, la actividad de la Comunidad Andina disminuye, esto es explicable, ya que durante la gestión de Jaime Lusinchi, todos los esfuerzos estuvieron encaminados a solventar la crisis de la deuda, razón por la cual se descuidó totalmente la participación de Venezuela en el Acuerdo de Cartagena.

Parte III

La Década del Resurgimiento

1989-2000

Capítulo 7

CARLOS ANDRÉS PÉREZ 

2/2/1989 - 20/5/1993


La segunda presidencia de Carlos Andrés Pérez (CAP) corresponde al 7° período democrático iniciado en 1958. CAP ganó las elecciones nacionales el 4/12/1988 con 3879024 votos, lo que representó el 52,91 % de la preferencia electoral; el contendor más cercano, Eduardo Fernández, de COPEI obtuvo 2963015 votos, el 43,26%. Esta segunda gestión de CAP estuvo marcada por el intento de salir de la profunda crisis económica y fiscal que venía desarrollándose desde años anteriores, a través de un conjunto de políticas de liberación de la economía. Otros rasgos destacados fueron la agudización de la crisis social cuya manifestación más dramática ocurrió en febrero de 1989 y el desarrollo de una crisis política que produjo, en 1993, la suspensión en el ejercicio de su cargo del presidente de la República y su sustitución por uno nombrado por el Congreso Nacional al culminar el período. Fue también durante esta segunda presidencia que comenzó el proceso de descentralización político-administrativa del país, gracias a la aprobación, en los últimos meses del gobierno de del presidente Lusinchi, de las primeras reformas del Estado por parte del Congreso Nacional.

El programa de ajuste económico y el estallido social del 27 de febrero de 1989 y los días siguientes: 


En su discurso inaugural el 2/2/1989, CAP señaló algunas líneas orientadoras de su nuevo gobierno, dándole una importancia especial a las relaciones interamericanas e internacionales como parte de la estrategia para la construcción de una salida de la crisis económica y fiscal que se padecía. Pérez definió el año 1989 como el idóneo para ampliar el proceso de reformas políticas que con anterioridad se venía desarrollando; así mismo, aseguró que su fórmula política para resolver de manera permanente el problema de la deuda, se apoyaría en la solidaridad entre países deudores y enfatizó que se buscaría estimular decisivamente la ciencia y la tecnología en el país como, como áreas estratégicas para retomar el crecimiento económico
.


El 16 de febrero, en medio de una gran expectativa, CAP presentó su programa de ajuste económico, conocido de allí en adelante como ‘el paquete’, cuyas disposiciones de libre economía, en muchos aspectos contrariaban el discurso de toma de posesión y las promesas electorales. El programa contemplaba medidas de aplicación inmediata y otras de aplicación gradual pero en plazos relativamente cortos. Las principales fueron
:

a) Acudir al Fondo Monetario Internacional (FMI) y someterse a su programa de ajustes, con el fin de obtener un financiamiento de 4500 millones de dólares en los siguientes 3 años;

b) Liberar las tasas de interés activas y pasivas hasta un tope temporal fijado en alrededor del 30%;

c) Unificar la tasa cambiaria con la eliminación de la tasa preferencial de divisas y realizar todas las transacciones a la nueva tasa flotante; esto significaba la eliminación de la Oficina de Régimen Cambiario Diferencial (RECADI);

d) Liberar los precios de todos los productos a excepción de 18 renglones de la ‘cesta básica’;

e) Aumentar las tarifas de los servicios públicos como agua, luz y teléfono;

f) Aumentar anualmente durante 3 años los derivados del petróleo en el mercado nacional con un aumento de 100% en el precio de la gasolina y un 30% en los precios del transporte;

g) Aumentar los sueldos de la administración pública entre el 5% y el 30%, el salario mínimo a 4000 Bs. en la ciudad y 2500 Bs. en el campo;

h) Racionalizar y eliminar progresivamente los aranceles de importación;

i) Reducir el déficit fiscal a un máximo de 4% y congelar los cargos de la administración pública. 

Como compensación para la población más afectada por estas medidas, además del aumento de los sueldos, se anunciaron las siguientes medidas
:

1. política de subsidios directos a los componentes de la ‘cesta básica’;

2. programa de becas alimentarias;

3. constitución de 42000 hogares de cuidado diario;

4. reforzamiento de programas de control del lactante y del preescolar y combate de las enfermedades diarreicas, respiratorias y las que son prevenibles por vacunas;

5. plan de consolidación de barrios;

6. política de apoyo a microempresas;

7. programa masivo de transferencias alimentarias dirigido a los niños hasta los 14 años, a las madres embarazadas y a los lactantes;

8. amplia acción dedicada a consolidar los ambulatorios de salud;

9. programa destinado a la organización y estructuración de un sistema de seguridad social;

10. creación de la Comisión Presidencial para la Lucha contra la Pobreza.

Al día siguiente el Banco Central de Venezuela (BCV) liberó las tasas de interés, fijó las modalidades con que se financiarían las cartas de crédito del sector privado y anunció que en 2 o 3 meses comenzarían a recibirse los fondos de un crédito stand by por unos 1500 millones de dólares otorgados por el FMI. Por su parte, el Ministro de Energía y Minas, anunció los primeros aumentos de la gasolina para el 26 de febrero: Bs. 2,75 la alta y Bs. 2,55 la media. El 19 de febrero se informó la visita de representantes del Banco Mundial (BM) y del FMI a Caracas, así como de la estadía de Edgar leal, nuevo negociador de la deuda en Washington.

Para una población que había venido sufriendo desde años anteriores un creciente deterioro de sus condiciones de vida, así como de una prolongada angustia por la escasez de productos básicos, en buena parte provocada por el acaparamiento de algunos comerciantes inescrupulosos, este mensaje significó el debilitamiento de las ilusiones sobre lo que podía esperarse del nuevo gobierno y del futuro en general. También contribuyeron a eso las denuncias de corrupción durante la gestión del presidente Lusinchi.

Como consecuencia, el 27/2 y los días siguientes, tuvo lugar una explosión social de históricas proporciones en Caracas y varias ciudades del país. Con ella comenzaron las dificultades políticas del nuevo gobierno. El día 27 de febrero desde la mañana se produjeron acciones de violencia colectiva en Guarenas, motivadas por un aumento desproporcionado del pasaje del transporte; reacciones similares se dieron poco después en áreas populares como Caricuao, en encrucijadas para el transporte de la ciudad como el terminal de Nuevo Circo y Cacaito; y en otras zonas suburbanas como La Guaira.

En la medida en que transcurrió el día y los hechos comenzaron a ser difundidos por los Medios de Comunicación Social (MCS), las acciones comenzaron a extenderse a otras ciudades como Barquisimeto, Maracay, Valencia, Puerto Ordaz, Mérida. En la tarde muchedumbres de habitantes de las barriadas citadinas salieron a las avenidas y zonas comerciales, tomando por asalto y saqueando los establecimientos para hacerse de productos de todo tipo. Igualmente, algunas vías centrales de la ciudad fueron tomadas por turbas que quemaron unidades de transporte colectivo, carros particulares, cauchos y de esta manera protestar por el aumento de los costos del transporte. El día 28 los sucesos habían desbordado a los cuerpos policiales, incluso en vista de que no podían hacer nada, algunos efectivos comenzaron a organizar los saqueos (darle un orden al caos).

En la tarde, bajo las órdenes del presidente y del Ministro de la Defensa , los militares entraron a controlar la situación en los barrios, produciéndose toda clase de excesos. Una semana después, las cifras oficiales de muertos pasaban de 300, aunque extraoficialmente se ha conocido que hubo más de 5000 muertos. El mismo 28/2, el Ejecutivo Nacional procedió a suspender algunas garantías constitucionales en todo el país, las cuales serían reestablecidas parcialmente 10 días después; de igual manera se implantó un toque de queda. 

A partir de entonces el gobierno no pudo recuperarse de su repentina impopularidad, no obstante la magnitud de la protesta y del desacertado desempeño del gobierno, éste logró sostenerse gracias a la lealtad de las Fuerzas Armadas al mando del Ministro de la Defensa. CAP mantuvo inalterable el programa económico y el gabinete ejecutivo. El 7 de marzo en cumplimiento del cronograma de medidas, se decretó la libración de precios. Hasta 1992 el gobierno siguió la misma política económica y el pueblo continuó dando señales de repudio, abonando el terreno para el desarrollo de una crisis política.

El desarrollo de la economía entre 1989 y 1992 y algunos indicadores sociales: 


Las radicales medidas que el gobierno de CAP aplicó a los males de la sociedad venezolana, producirían a lo largo de los primeros 3 años de gestión, resultados macroeconómicos satisfactorios, pero a un costo social y político exorbitante. 


En diciembre de 1989 las cifras del gobierno revelaban una contracción económica general del orden del 8,1%, la mayor registrada para un gobierno hasta ese momento; en el sector de la construcción llegó al 30% y en el de la manufactura al 12,4%. La tasa de inflación, según datos de  Agroplan C.A. alcanzó la cifra histórica de 84,5%. En términos sociales la inflación reflejaba que una familia promedio a mediados de 1989 podía con su ingreso adquirir solamente el 40% de lo que hubiese podido adquirir en 1968.


La pobreza abarcaba al 62% de la población; 30% de la cual se encontraba en pobreza absoluta. En contraste, las reservas internacionales aumentaron para ubicarse en 7411 millones de dólares; el déficit en la balanza de pagos fue menor a los años anteriores y el déficit público se redujo de 9,9% a 1,7% del Producto Territorial Bruto (PTB). Esta última era una cifra muy por debajo de la estimación que se había hecho a principios de año. Una mayor recepción de ingresos corrientes, a consecuencia de la modificación del tipo de cambio y un mayor valor de las exportaciones petroleras permitieron llegar a este nivel.


Igualmente se logró concertar con el FMI un programa que contemplaba el otorgamiento de 5000 millones de  dólares en 3 años. Con el BM se acordaron créditos por un total de 4000 millones de dólares y con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) se consiguieron 400 millones por año.


En el año 1990, la economía, según el BCV, creció en un 5,3%, revirtiéndose la depresión del sector manufacturero y de la construcción. El sector de la banca y los seguros sobrepasaron el 23% en su crecimiento, mientras la agricultura cayó en 1,3%. La tasa de desempleo se colocó en 10%, superior a la del año anterior, cuando estuvo en 9,6%. Así mismo, la inflación sobrepasó los cálculos iniciales, situándose en 40,7% y la pobreza aumentó alcanzando el 66,9% de la población, 33% de los cuales eran pobres absolutos.


La balanza global de pagos registró un superávit aumentando las reservas a 11700 millones de dólares. Este año se firmó un acuerdo con la banca internacional, lográndose una reducción de la deuda en alrededor del 20% y una reducción del 50% en el pago de los intereses de la misma. El ministro de CORDIPLAN, Miguel Rodríguez, declaraba que con el canje de la deuda vieja por nuevos instrumentos, realizada el 18 de diciembre, se ponía punto final al problema de la deuda pública externa. 


La economía en 1991, según análisis  hechos por los economistas asociados Purroy y Espinaza, experimentó un vigoroso crecimiento del 9,2% que aunado al de 1990  de 5,3%, compensó la contracción de 1989. el sector petrolero tuvo alta incidencia en el total de ese crecimiento. La gestión fiscal. Por su parte, cerró con un importante superávit de 75000 millones de bolívares, fruto de las privatizaciones de CANTV y de VIASA, las cuales significaron una entrada de capital en el orden de los 122000 millones de bolívares. 


Purroy y Espinaza señalaron que en los 3 primeros años de gobierno la reducción del déficit fiscal se logró por factores no recurrentes y hasta fortuitos: en 1989 fue por la fuerte devaluación y la violenta contracción del gasto; en 1990 el impacto de la guerra del Golfo Pérsico en la comercialización del petróleo y en 1991 el factor fue la privatización. En 1991 el precio del petróleo bajó de 20$ por barril a 16,60$. El ingreso fiscal se vio compensado sin embargo, por el aumento de los volúmenes exportado.


Se produjo una reducción de exportaciones no petroleras, tanto de volúmenes como de precios. La balanza de pagos fue superavitaria gracias a una combinación de factores: tasas de interés positivas, lo que junto a una tasa de cambio revaluada estimuló el ahorro. También concurrieron los préstamos del BID y del BM y la inversión extranjera directa (CANTV y VIASA). 


En relación a la traducción de estas cifras macroeconómicas en implicaciones sociales, los economistas antes mencionados pensaban a inicios de 1992, que algunos indicadores mostraban cierta mejoría en la condiciones de vida de la población: la tasa de desempleo abierto había descendido de 10% a 8,8%. La tasa de población empleada en el sector informal de 42,4% a 40,5%; hubo una mejoría en los salarios, el consumo de alimentos repuntó en cerca el 20%. 


Sin embargo, en relación a la pobreza, ésta continuo creciendo, según datos de Agroplan C.A. abarcaba un 67,2% de la población, 34,1% en pobreza absoluta. Por ello, pese a lo positivo de las cifras económicas, la población no percibía la mejoría, pues las cargas estaban repartidas  inequitativamente. Tampoco lograba conjurarse la extrema dependencia de la actividad económica, y en particular la gestión fiscal, al petróleo, pues seguía paralizada, o con modificaciones contraproducentes, la reforma tributaria, limitando seriamente la expansión del gasto interno neto.

Año 1992: el 4 de febrero y el 27 de noviembre:


En enero de 1992, mientras el gobierno mostraba con satisfacción los logros macroeconómicos expresados en las cifras anteriores, en el país algunos sectores mostraban intranquilidad. En realidad, desde 1989 las manifestaciones, huelgas y brotes de saqueos no habían cesado, debe mencionarse el paro nacional de trabajadores convocado por la CTV en mayo de ese año para expresar el repudio al ‘paquete económico’, o ‘la marcha de los pendejos’ realizada poco después para expresar el rechazo a los actos de corrupción.


En 1990, ante la ola de disturbios que se generaron y el temor del gobierno a desembocar en un nuevo ‘sacudón’, hubo de posponerse hasta agosto el aumento de la gasolina previsto en la Carta de Intención con el FMI. En 1991, ante los anuncios de la modificación del sistema de prestaciones sociales se acentuaron los disturbios y el gobierno se avino a congelar el proyecto de ley. Por otra parte se produjeron varias huelgas significativas, entre ellas las de los trabajadores de CANTV y VIASA. en el segundo semestre del año, las clases de educación básica y diversificada fueron suspendidas durante varias semanas por el exacerbamiento de los disturbios estudiantiles, que ocasionó la muerte de varios estudiantes.


Sin embargo, ninguna de las docenas de manifestaciones y actos de protesta lograron hacer mella en la férrea voluntad del gobierno de cumplir las medidas de ajuste que se había propuesto. A fines del año 1991, CAP informó que se habían cumplido las metas del ‘paquete’ y correspondería, de allí en adelante, el crecimiento económico y la puesta en acción de un vigoroso programa social. Anunció un nuevo y ambicioso proyecto, conocido como ‘El Megaproyecto Social’, consistente en la inversión de millones de dólares concedidos en préstamos por los organismos internacionales, para profundizar programas de ayuda y atención a la infancia,  a las madres y a los jóvenes; repotenciación de los sectores sociales más vulnerables a la crisis. No obstante, el programa social llegaba un poco tarde.


El mes de enero de 1992 se inicio con una huelga de maestros, informaciones relativas a la pronta aprobación del Impuesto al Valor Agregado (IVA), el cual era percibido como una amenaza por diversos sectores sociales, y la aprobación del decreto 1911, sobre registro como venezolanos de niños de padres extranjeros, que despertó un desagrado general.


Con este panorama, el presidente Pérez viajó a la ciudad de Davos, Suiza, a inicios de febrero. El objetivo era continuar con su política de promocionar directamente las inversiones extranjeras, concurriendo para ello a esta reunión anual. En la noche entre el 3 y el 4 de febrero, regresando el presidente de este viaje, se produjo un levantamiento militar encabezado por un grupo de oficiales de mediano y bajo rango, conocidos como el grupo ‘comacate’ y dirigidos por los tenientes coroneles Francisco Arias Cárdenas y Hugo Chávez, entre otros, y ejecutado con tropas de los cuarteles de Maracay, Maracaibo y Valencia. Los rebeldes se presentaron en La Casona,  residencia oficial, donde intentaron apresarlo, pero CAP ya había sido alertado por el Ministro de la Defensa, y había salido de allí hacia Miraflores. Por consiguiente las acciones se concentraron posteriormente allí. 


El presidente, junto al Jefe de la Casa Militar lograron escapar y dirigirse a Venevisión, desde donde se dirigió a la nación a las 2:00 a.m. Informó al país lo que sucedía, solicitó el apoyo popular y dio ordenes a las fuerzas leales para que actuaran y controlaran la situación. La imagen del presidente Pérez, las maniobras, tanto militares como persuasivas realizadas por el ministro de la Defensa, y la equivocación del comandante Hugo Chávez, de no moverse de su centro de comando en el Museo Militar de La Planicie, para personalmente lograr la captura del presidente en Miraflores, han sido esgrimidos como los factores que obraron a favor de Pérez.


En la mañana del 4, Caracas se encontraba de manera mayoritaria controlada por fuerzas leales al gobierno; los rebeldes siguieron resistiendo unas horas más, pero a principios de la tarde, el comandante Hugo Chávez se dirigió por los MCS llamando a sus compañeros a deponer las armas y  anunciando su rendición. Pese a fracasar, el golpe del 4f desencadenó un acelerado proceso de debilitamiento del piso político y pérdida de gobernabilidad del gobierno, así como el surgimiento de nuevos actores y acciones que impulsarían cambios drásticos en el devenir político venezolano.


CAP, ante la precariedad con que se encontró por el respaldo popular que obtuvieron los rebeldes y las precisiones que se hicieron desde el Congreso contra el gobierno, decidió rectificar la política de ajuste. Desde entonces también se vio obligado a negociar con los partidos políticos y las FAN con el objeto de mantener el respaldo necesario para seguir gobernando. Y aunque obtuvo poco éxito, algunas de las acciones que se dieron entonces resultarían claves para lograr encauzar la crisis política de 1992 por canales institucionales.


En este orden de ideas destacó la conformación de un Consejo Consultivo con el fin de hacerle al Ejecutivo recomendaciones ante la situación crítica. Dicho Consejo fue presidido por Ramón J. Velásquez y conformado por Pedro P. Aguilar, Ruth de Krivoy, Domingo Maza Zavala, José Melich Orsini, Pedro A. Palma, Pedro Rincón Gutiérrez y Julio Sosa Rodríguez, la mayoría de ellos independientes que habían discrepado de algunas de las políticas del gobierno. A inicios de marzo esta Comisión presentó un documento donde confirmaban que la crisis en Venezuela era global, pero tenía especiales connotaciones en lo económico, social y ético. 

El Consejo se pronunció por una reforma constitucional que llenase las expectativas de la población, hizo énfasis en la necesidad de extremar las medidas contra la corrupción, se pronunció por el saneamiento del Poder Judicial y la continuidad del proceso de descentralización. Hizo además un conjunto de consideraciones puntuales, entre las cuales destacaban importantes modificaciones al programa económico; entre ellas: la suspensión de los aumentos de la gasolina hasta tanto no se estableciera un criterio racional que tomara en consideración la condición de país energético que tiene Venezuela; la estabilización de los precios de la ‘cesta básica’ y de las medicinas, así como las tarifas de servicios públicos y la detención de la apertura comercial compulsiva para el sector agropecuario hasta que fuese revisada por los productores y adecuada a las circunstancias y especificidades del país.

La debilidad del gobierno también obligó a Pérez a hacer maniobras con la composición de su gabinete; tres veces se dieron cambios en el mismo, aunque de poca trascendencia, para expresar una voluntad real del gobierno de rectificar su política de ajustes. Así las cosas, el 27 de noviembre se produjo la segunda asonada, esta vez con oficiales de alto rango de todas las fuerzas excepto la GN. 

La conspiración tuvo su epicentro en las bases áreas de Aragua, de donde salieron temprano en la mañana varios aviones Bronco con destino a Caracas. Allí bombardearon Miraflores, el Capitolio, la DISIP. Al mismo tiempo, grupos civiles tomaron una estación de televisión, así como el centro que permitía la transmisión a 3 de los 4 principales canales de TV. Se pasó varias veces una alocución del comandante Chávez, llamando el pueblo a la subversión. Los rebeldes fueron rechazados por las fuerzas leales al gobierno, quienes a media mañana, manejando los F-16, salieron en persecución de los Bronco. 

Sometidas las fuerzas sublevadas, algunos se entregaron y otros huyeron al Perú. Además hubo saqueos aislados en algunas zonas de la capital, disturbios, así como una masacre en el Retén de Catia, donde murieron más de 60 presos. Como dirigentes de la insurrección estaban el general Francisco Visconti, jefe de logística del Estado Mayor Conjunto, el contralmirante Hernán Grüber Odremán y el contralmirante Luis Cabrera Aguirre.

Año 1993: el 20 de mayo:


Uno de los logros derivados de la sostenida presión para cambios en el ordenamiento político por parte de algunos grupos de la sociedad fue la recomposición de la Corte Suprema de Justicia en 1992. entre los promotores de esta iniciativa se encontraban personalidades reunidas en el llamado ‘Grupo de los Notables’; pero también contó con el apoyo y la movilización de otras personalidades. Con una Corte recompuesta gracias al pase a retiro de algunos magistrados y la sustitución por otros magistrados independientes de los partidos, en marzo de 1993, el fiscal general de la república, Ramón Escovar Salom, solicitó un antejuicio de mérito a CAP por malversación de fondos públicos por el orden de los 250 millones de bolívares de la partida secreta.


También consideró el fiscal que existía responsabilidad penal para los ex ministros Alejandro Izaguirre y Reinaldo Figueredo. El Tribunal de Sustanciación de la CSJ, admitió la petición y reabrió el caso, que había sido declarado improcedente en febrero de ese año, cuando La Causa R demandó. La ponencia fue encomendada al presidente de la CSJ, Gonzalo Rodríguez Corro. El 5 de mayo algunos diarios recogían el rumor de que la ponencia sería desfavorable a CAP y que este renunciaría. Es de destacar que por esos días, una comisión del Congreso estaba terminando su informe donde también encontraba responsabilidades de Pérez, junto con otros altos funcionarios de sus gobierno, por un fraude a la Nación por el orden de los 10 millones de dólares.


Planteada la posibilidad de que el presidente pudiese ser sometido a juicio, la zozobra del país adquirió ribetes dramáticos. El 20 de mayo, buena parte del país paralizó sus actividades con el fin de escuchar la sentencia de la CSJ. A tempranas horas de la tarde, actuando como vocero de la misma, Rodríguez Corro declaró con lugar la solicitud de antejuicio intentada el pasado 11 de marzo por el fiscal contra el presidente y sus ex ministros. El senado se reunió al día siguiente y por unanimidad autorizó el juicio, asumiendo a continuación la presidencia del país, de manera provisional el presidente del Congreso, Octavio Lepage. Poco después resultó electo para culminar el mandato Ramón J. Velásquez, quien tomó posesión el 5 de junio.

Otros aspectos significativos: el proceso de descentralización:


En los últimos meses del gobierno de Jaime Lusinchi y los primeros de este gobierno fue aprobado un conjunto de reformas políticas que iniciaron el proceso de descentralización política-administrativa del país. En diciembre de 1989 y en diciembre de 1992 tuvieron lugar los 2 primeros procesos electorales para la escogencia de gobernadores de estado y alcaldes. La difícil situación social y política de estos años afectó los resultados de ambos comicios, sobre todo a nivel regional, constituyéndose esas elecciones como forma de expresar el repudio al gobierno de CAP.


En 1989, Acción Democrática perdió 9 de las 20 gobernaciones que controlaba; en 1992 perdió 14 de las 22 en disputa. También las primeras elecciones de gobernadores y alcaldes comenzaron a expresar los nuevos desarrollos políticos regionales y locales: la emergencia de un nuevo tipo de liderazgo de arraigo regional o local, el surgimiento de organizaciones políticas alternativas a las tradicionales AD y COPEI, y el ejercicio del poder en manos distintas a las que venían gobernando el país desde 1958.

Relaciones Exteriores:


CAP reorientó las relaciones exteriores de acuerdo con el nuevo orden político mundial establecido tras el cese de la confrontación Este-Oeste. Casi desde el inicio de su gestión, Pérez emprendió una serie de visitas oficiales a Estados Unidos, Tobago, Hungría, Bolivia, Argentina, Uruguay, Surinam, Costa Rica, Colombia, Chile, Brasil, Ecuador, Nicaragua, Honduras, Italia, España, Perú, Haití, Guyana, Jamaica, Belice, El Salvador, Guatemala, Bélgica, Reino de los Países Bajos, Francia, República Federal de Alemania, Saint Kitts-Nevis, México y Dominica.


Pese a este esfuerzo diplomático, la cancillería de Pérez verá truncadas las posibilidades de llevar adelante los lineamientos de su política exterior, traducida al papel en nuevo enfoque de la integración latinoamericana, el fortalecimiento de la diplomacia comercial, la cooperación Sur-Sur, y el diálogo Norte-Sur.

Capítulo 8

RAMÓN JOSÉ VELÁSQUEZ 

5/6/1993 - 2/2/1994

Gobierno formado con el propósito de completar el período constitucional 1989-1994, luego que el 20 de mayo de 1993 el Congreso de la República, a solicitud de la Corte Suprema de Justicia, suspendiera a Carlos Andrés Pérez de su cargo de Presidente de la República. La juramentación del nuevo presidente tuvo lugar el 5 de junio y con ese acto se completó un proceso absolutamente desconocido en la historia republicana de Venezuela: el de la interrupción del mandato de un gobernante electo por votación universal, directa y secreta para ser sometido a un proceso judicial y su sustitución por un nuevo jefe de Estado resultante de una elección parlamentaria.


El gobierno de Ramón J. Velásquez se desenvolvió en circunstancias de grave crisis general del país, cubriendo los 8 meses finales de un quinquenio en cuyo curso se produjo un acentuado deterioro de la economía nacional y de las condiciones de vida de los ciudadanos, un incremento notable de la inseguridad personal por el auge de la delincuencia, un aumento igualmente notable de la corrupción y 3 hechos resultantes de esa situación: el estallido social iniciado el 27 de febrero de 1989 y los alzamientos militares del 4 de febrero y del 27 de noviembre de 1992.


Dentro de ese cuadro crítico, la suspensión de Pérez y la asunción a la presidencia de Velásquez, fueron apreciadas en general como un logro del país ante quienes hacían un manejo incorrecto de la función pública, dando lugar a la atenuación de las tensiones sociales y generando expectativas de cambio en diversos sectores de la población. En relación con este último aspecto, Velásquez fue enfático al señalar en el acto de su juramentación (y en muchas oportunidades posteriores) que el lapso de su mandato era muy breve y, por tanto no cabía pensar en acciones de fondo para atacar los serios problemas del país, y que se planteaba como propósitos esenciales, por una parte, llevar a Venezuela a la cabal realización de las elecciones convocadas para el 5 de diciembre de 1993 con el objeto de escoger al presidente de la República y los senadores y diputados, y por otra, trabajar por la concertación de un gran acuerdo nacional que sentara las bases para la solución de la crisis a partir del nuevo período constitucional 1994-1999.


El primero de dichos propósitos fue logrado no obstante las dificultades que se mencionarán más adelante, el 5/12/1993 fue electo Rafael Caldera como presidente de la República, de igual manera la conformación del Congreso varió considerablemente con respecto a los períodos que precedieron a esta elección. En cuanto al gran acuerdo nacional, este propósito no puedo ser concretado. Se trataba de coordinar planes y establecer normas para una acción coherente frente a la crisis económica entre gobierno, empresarios, trabajadores y la sociedad civil. Entre el 15 de junio y el 30 de noviembre se celebraron en el Palacio de Miraflores numerosas reuniones con diversos sectores de la economía nacional, grupos representativos de la Iglesia, universidades, etc., mostrando todos receptividad y apoyo a la consecución del acuerdo, pero este proyecto fracasó frente a la reticencia de figuras y organizaciones políticas cuya adhesión era indispensable.


En rigor, junto a la brevedad del lapso de gestión que correspondió a este gobierno, otros factores contribuyeron a limitar su capacidad de acción y  aun a crearle trabas. Uno de esos factores fue precisamente la carencia de respaldo político sólido, ya que los partidos más importantes durante aquel lapso, luego de promover la designación de Velásquez por el Congreso, no aceptaron formar parte de su equipo de gobierno y, por ende, no asumieron responsabilidad respecto a la actuación de éste, el cual quedó integrado por personalidades políticamente independientes. 


Otro factor, vinculado al anterior, fue el de la dualidad de poderes que de hecho existió hasta el 15 de agosto de 1993, fecha en la cual la CSJ determinó definitivamente que sí había méritos suficientes para someter a CAP a juicio, ya que éste continuo influyendo en el gobierno, no obstante encontrarse suspendido, y con el visto bueno de importantes grupos de su partido. Un tercer factor fue la brevedad del período de gobierno, ya que después del 5 de diciembre, una vez electo presidente Rafael Caldera y faltando apenas 2 meses para que este tomará posesión, al gobierno sólo le quedó la alternativa de preparar la transmisión de mando con las comisiones de enlace del nuevo mandatario.


A pesar de los factores señalados, el gobierno de Velásquez realizó diversas acciones y alcanzó varios logros fundamentales. Uno de los más significativos se produjo en el área de la descentralización política y administrativa. En efecto, por considerar que dicha descentralización es fundamental para asegurar el armónico desarrollo de las regiones, y tomando en cuenta que después de la promulgación de las leyes para la elección directa de los gobernadores de los estados y referente a la transferencia de  atribuciones del poder nacional al de los estados, no se había legislado sobre la materia; el 7 de junio el presidente Velásquez decretó la creación del Ministerio de Estado para la Descentralización. Una de las atribuciones principales del nuevo despacho fue poner en ejecución las dos leyes citadas y reglamentarlas con el objeto de convertir el proceso descentralizador en una política respecto a cuya ejecución el gobierno nacional y la Administración Pública estuvieran permanentemente comprometidos.


El ministerio creó los mecanismos necesarios para la realización de esos propósitos, y en tal sentido, fundó el Consejo Territorial de Gobierno que integraron el presidente de la República, los ministros y gobernadores, convirtiéndolo además en un organismo permanente en busca de soluciones comunes de gobierno; estableció el Consejo Nacional de Alcaldes y también el Consejo de Alcaldes de los Municipios del Área Metropolitana y realizó los primeros convenios de transferencia de competencia concurrentes con los estados Bolívar, Aragua, Carabobo y Anzoátegui. 


En ejecución de la Ley Habilitante que le había sido otorgada por el Congreso Nacional el 23 de agosto, en la cual se autorizaba al presidente a dictar Decretos-Ley en materias fiscal y económica para paliar los efectos de la crisis que atravesaba Venezuela desde 1989; estos decretos-ley vendrían a legislar materias que estaban engavetadas en el Congreso desde 1989. Una de los Decretos-Ley dictados por el gobierno fue el Decreto-Ley No. 3265 del 25 de noviembre de 1993, que estableció los mecanismos de participación de los estados y municipios en el impuesto al valor agregado (IVA) y creó el Fondo Intergubernamental para la Descentralización (FIDES) que es el organismo receptor de esos recursos del Tesoro Nacional para luego destinarlos a estados y municipios a fin de financiar las transferencias efectivas de competencias.


Los Decretos –Ley dictados fueron los siguientes: 

1. Establecimiento del Impuesto al Valor Agregado (IVA) y un impuesto a los activos empresariales como medio de diversificar y fortalecer el sistema tributario;

2. la reforma de Ley de Timbre Fiscal;

3. la Ley de Arancel Judicial;

4. la reforma a la Ley de Impuesto sobre la Renta (ISLR) para crear una estructura tributaria dirigida a las empresas petroleras establecidas en el país mediante convenios de asociación;

5. la Ley General de Bancos y otros institutos financieros;

6. las reformas a las leyes del Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo, la Ley de Política Habitacional y la Ley de Deudor Hipotecario.

En materia Internacional, el gobierno mantuvo una intensa actividad en el campo de la Integración Latinoamericana y se hizo presente en las reuniones del Pacto Andino, del Grupo de los tres (G-3) y en el acuerdo celebrado entre las Naciones del Caribe (CARICOM) y G-3. Junto a los problemas políticos que afrontó y logros diversos que obtuvo, el gobierno debió actuar frente a una situación muy especial que agravó notoriamente el cuadro general del país: el colapso del sistema financiero venezolano, básicamente generado por el manejo irregular por parte de algunos banqueros dieron a los fondos depositados en las instituciones que dirigían. Como hecho más relevante dentro de la situación mencionada, en enero de 1994 el gobierno intervino el Banco Latino, institución acusada de incurrir en delito en detrimento de sus depositantes y en otras violaciones a las leyes. 

Tuvo lugar de igual manera otro hecho que conmocionó a la opinión pública, lo cual fue la ola de atentados con bombas en distintos sitios públicos de Caracas, los cuales fueron cometidos por personas que buscaban beneficios económicos y no políticos. Otro hecho singular fue el Narcoindulto concedido por Velásquez, el cual fue firmado por su secretaria privada, lo que trajo respectivas investigaciones judiciales a otro presidente, sin llegar a mayores consecuencias.

Capítulo 9

RAFAEL CALDERA 

2/2/1994 - 2/2/1999

Antecedentes:

Para el momento en que el Dr. Rafael Caldera toma posesión del Gobierno, puede decirse que coexisten dos acontecimientos importantes y que son determinantes para su ascenso al poder.

En primer lugar, como visión general de la situación de Venezuela para el momento, se encuentra la grave crisis general por la que atravesaba el país. La cual estaba afectando a todos los niveles y esferas de la sociedad. En cuanto al aspecto económico y financiero, la reducción de los precios internacionales del petróleo y la deuda externa desde mediados de los ochenta, trajo consigo una disminución del nivel de vida de los venezolanos, sobre todo en las clases medias y bajas, además de un desmejoramiento de los servicios públicos. Por otra parte, en cuanto al aspecto político, se presentó un grave descontento acerca de la gestión económica del Gobierno, que se empeoró con la aparición de escándalos por corrupción administrativa. Por otro lado, las divisiones al interior de las Fuerzas Armadas que comienzan a perder su carácter apolítico y se organizan en movimientos de insurrección. Esta crisis se refleja en la pérdida de legitimidad de las instituciones democráticas y de los partidos políticos, en especial los centrales, AD y COPEI. Para finalizar, podemos agregar que la crisis se extendía a todas las esferas, producto de la pérdida de capacidad del Gobierno para asumir financieramente sus obligaciones sociales. Lo cual se traducía a nivel educativo, sanitario, laboral, alimentario, etc.

En segundo lugar, debemos hacer referencia a otro acontecimiento importante que se manifiesta en dos hechos concretos: los levantamientos del 27 de febrero de 1989 y el del 4 de febrero de 1992. Ambos son el resultado del grave descontento generalizado, y de la necesidad de cambio del pueblo venezolano. Hacemos mención a estos hechos, que, aunque ocurrieron durante el Gobierno de Carlos Andrés Pérez, tuvieron una importancia determinante para que Caldera llegara de nuevo al poder en 1993.

Lo dicho anteriormente se basa en el Discurso que el ex Presidente pronunció ante el Congreso de la República el 5 de febrero de 1992, el cual fue transmitido por los medios de comunicación a todo el país. En esta alocución, Caldera manifestó una grave preocupación por la situación real del país e hizo un llamado al entonces Presidente, para que asumiera el curso de los acontecimientos del país y buscara soluciones a la crisis. Afirmó que la causa de la intentona golpista (dirigida por nuestro actual Presidente Hugo Chávez), se fundamentaba en cuatro causas, que a su vez eran las mismas de la estabilidad democrática que había mostrado Venezuela hasta entonces. 

Estos cuatro elementos pueden resumirse de la siguiente forma: La obsesión por el consenso y la aversión por el conflicto que hasta hace algunos años caracterizó a la dirigencia venezolana, se había desvirtuado y rutinizado en ansias de poder y de enriquecimiento ilícito por parte de la Administración Pública. El mantenimiento de las instituciones democráticas ha sido sustituido por intereses particularistas.

Las Fuerzas Armadas, que hasta ahora habían sido defensoras apolíticas de la democracia, se han fraccionado y organizado en intentos por derrocar al régimen.

El reconocimiento de los derechos de la clase trabajadora por parte de los empresarios y el espíritu de cooperación al sistema por parte de los mismos se ha desvirtuado, y se han dejado llevar por la búsqueda del enriquecimiento propio.

El abocamiento a la defensa y trabajo en pro de la democracia por parte del pueblo venezolano, se ha perdido por la grave crisis que sufre nuestro país.

La intención de Caldera en este discurso, era reflejar que la causa del intento de golpe   de Estado no era asesinar al Presidente Pérez, sino la grave crisis de fondo por la que atravesaba el país. Acotó que no se le puede pedir al pueblo que defienda la democracia, cuando este sistema no estaba satisfaciendo sus necesidades más básicas. Por ello, era a penas lógico que surgiera una revuelta de este tipo. Finaliza invitando al ex Presidente Pérez a que se de cuenta de esta situación y que una esfuerzos para solucionarla.

Este discurso aumentó considerablemente la popularidad de Caldera y lo colocó como defensor del pueblo. Algunos opinaron que con este discurso Caldera logró interpretar el sentimiento nacional para el momento del Golpe de Estado a tal magnitud, que lo convirtió en el candidato preferido para las futuras elecciones de 1993.

Política Nacional

Elecciones de 1993: 

Con la popularidad que le dio el mencionado discurso post-golpista, Caldera se lanza a las elecciones. Cabe destacar aquí las condiciones del sistema de partidos y en particular la situación partidista de Rafael Caldera.

Surge un conflicto al interior del partido COPEI, por el cual Caldera se separa de su partido de origen, para conformar CONVERGENCIA. Las causas de dicha separación son múltiples, pero principalmente ocurrió gracias a conflictos con Eduardo Fernández acerca de quién sería el candidato a la presidencia oficial del partido COPEI. La opinión pública pedía a ambos dirigentes políticos decidirse por aquel que resultase más apto para la situación del país. Pero al final, Caldera se lanzó con su propio partido con apoyo del MAS; y COPEI por su parte, escogió a Oswaldo Álvarez Paz como candidato definitivo.

Cabe destacar la importancia de esta separación, en vista de la condición de padre fundador de Caldera en el partido COPEI. Reflejaba la crisis de representatividad del sistema de partidos venezolano, además de la evidente ruptura del bipartidismo que se comenzó a evidenciar en las pasadas elecciones de 1988. También sugiere la deslegitimación ideológica de dicho partido y la lucha de poder al interior del mismo.

Para referirnos al sistema de partidos en su totalidad, lo que ocurrió en estas elecciones ha sido calificado por José Molina Vega y Carmen Pérez Baralt en su artículo “Los Procesos Electorales y la evolución del Sistema de Partidos en Venezuela”, como un multipartidismo inestable: “ Hemos considerado que se trata de un multipartidismo inestable básicamente por las siguientes razones: en primer lugar porque aún no se puede hablar de un nuevo esquema de lealtades partidistas consolidadas (lo cual se fundamenta en parte en la fundación de CONVERGENCIA). Estamos en un período en que habiéndose disuelto en buena medida las lealtades que solidificaron el bipartidismo, éstas no han sido sustituidas por otras. No habiendo lealtades consolidadas es probable que asistamos a un período de volatilidad electoral que haga fluctuante la correlación entre los actores actuales y propicie tanto la aparición de nuevos protagonistas, como la desaparición de otros. En segundo lugar, también puede hablarse de inestabilidad debido a la continuidad de la crisis económica, el aparente fraccionamiento en las Fuerzas Armadas y la presencia de fuerzas políticas de cierta significación (La Causa R y el Movimiento Bolivariano 200) que aunque no han presentado un proyecto político alternativo vigente, tampoco parecen comprometidas con su sostenimiento y legitimación.” 
.

De esta forma, con un panorama electoral sumamente conflictivo, es proclamado Rafael Caldera Presidente de la República para el período 1994-1999. El apoyo de electorado se dividió de la siguiente forma: AD: 23,34%; COPEI: 22,62%; Causa R: 20,68%; Alianza Convergencia-MAS: 24,65%. De estas cifras se sigue un cambio en el sistema de partidos, en vista de la preferencia hacia otras tendencias electorales por parte del electorado. Los partidos tradicionales tienen que compartir los votos con otros partidos, y la elección de Caldera como presidente fue por escasa diferencia de pocos votos.

Situación del país para 1993: 

Cuando el Dr. Rafael Caldera asume la Presidencia de las República, Venezuela se encontraba en una grave crisis en todos los sentidos, pero el aspecto que se encontraba en peores condiciones era el social: nos encontrábamos ante una inestabilidad general ante el sistema democrático en vista del descontento generalizado por la insatisfacción de demandas. Los intentos de desestabilización del sistema suscitados en el gobierno anterior agravaban ese descontento e inestabilidad. La tarea de Caldera sería principalmente tratar de apaciguar los ánimos para lograr mantener el régimen. 

Como lo expresó en su discurso de toma de posesión: “el objetivo principal que nos anima a todos los venezolanos ahora es lograr la estabilidad; la estabilidad institucional, la estabilidad social; la paz laboral, la paz en todos sus aspectos; trabajar por ello es una obligación fundamental que tenemos”. "... Un consenso que realmente pueda ofrecerle a todos después  una base firme para desarrollar sus actividades, para defender sus propias posiciones, para ir a la lucha democrática si el temor de asechanzas que pudieran perturbarla”. 

Para concluir, puede decirse que la misión fundamental de Caldera era estabilizar los ánimos en el país, de forma de garantizar el sostenimiento del sistema democrático y evitar nuevos intentos de derrocarlo.

Balance Económico: Gestión, Fiscal, Monetaria, Cambiaria y Apertura Petrolera. 1994-1998:

La Agenda Venezuela: fue un acuerdo llevado a cabo entre el Gobierno de Venezuela, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo. Lo que se pretendía era presentar un plan a estos organismos multilaterales, para lograr abrir las posibilidades para la recomposición del servicio de la deuda y aliviar la carga que esta representa para el país.

La historia de la llamada Agenda Venezuela puede fácilmente dividirse en tres momentos básicos en materia fiscal:  El período de inicio con la macrodevaluación de abril de 1996, el auge de ingresos extraordinarios del segundo semestre de 1996 y 1997, y finalmente la caída de los precios del petróleo que comienza en el último trimestre de 1997 y se prolonga durante 1998. 

La crisis Fiscal también se presenta a consecuencia de una grave  tendencia al deterioro de la recaudación tributaria interna que revela una gran ineficiencia en el marco legal e institucional.

La Agenda Venezuela estaba constituida por 10 áreas prioritarias para el equilibrio de lo económico, lo político y lo social:

· Reducción gradual del déficit fiscal.

· Flexibilización del control de cambios.

· Fortalecimiento del sector financiero.

· Reforma estructural del sistema de seguridad social.

· Expansión de programas sociales.

· Dinamización del aparato productivo.

· Ampliación del régimen competitivo de precios.

· Nuevas políticas de tasa de interés.

· Capacitación para el empleo.

· Reforma de la Administración pública y privatización.

Los cambios en la estrategia económica  de los gobiernos venezolanos en la era democrática representativa (1959-1999) han estado frecuentemente, bajo la presión de las contingencias; pero también han ocurrido modificaciones  significativas  en  las políticas públicas aplicadas a la gestión económica, de tal manera que se ha hecho un hábito de los gobiernos la ruptura de la continuidad administrativa, salvo la ejecución de algunas obras públicas importantes que requiere varios períodos constitucionales. 
 Para algunos voceros del neoliberalismo y de los intereses que navegan en la economía de mercado se expresan en el sentido de que los dos primeros años del Gobierno de Caldera 1994/1995, fueron perdidos para la economía y la gestión pública, por ser los del relativo control económico, al que se responsabiliza de los supuestos resultados negativos de ese subperíodo.  De manera distinta, exaltan esos voceros la orientación y la gestión que prevalecieron en el resto del período, por ser propicias a la apertura económica, la libertad de cambio, la privatización de las empresas del Estado, la reducción del ámbito administrativo de la regulación de los precios y las facilidades para la importación de insumos y productos que compiten con ventaja con los productos nacionales.

Este período económico transcurrió en dos etapas claramente definidas:

La que se extendió desde el inicio del mandato presidencial del Doctor Caldera, en febrero de 1994, hasta el mes de abril de 1996, caracterizada haber sufrido un cambio de rumbo, es decir, de relativo control económico;

Y la que comenzó en mayo de 1996 y concluye al cierre de 1998, con una evidente inclinación al neoliberalismo, aunque con elementos de intervención del Estado.

Según Maza Zavala, para poder explicar las motivaciones y los determinantes de la cambiante gestión pública del quinquenio, hay que indicar dos órdenes de incidencia
: El de los factores y contingencias de índole exógena: La actividad petrolera exportadora (que constituye la matriz de la actividad petrolera fiscal, cambiaria y monetaria de la economía).  En escenarios más genéricos, pero que de alguna manera condicionan  la evolución económica y la gestión pública, debe hacerse referencia al acontecer mundial, bajo el signo de la globalización, particularmente en el desenvolvimiento de los mercados financieros.

El de los hechos y procesos emergentes de la dinámica interna: debe señalarse como prioridad la crisis financiera calificada como sistemática que se hizo manifiesta desde el comienzo del año 1994 y persistió hasta 1995 con variable intensidad; esa crisis afectó la actividad económica real, y, por supuesto, el movimiento fiscal, al cambiario, al monetario, a la balanza de pagos, etc.

En el último año del período quinquenal, la economía y la gestión pública fueron duramente golpeadas por la pronunciada declinación del ingreso petrolero, en u coyuntura signada, además, por la lucha y la incertidumbre políticas en la perspectiva de los comicios de fin de año para la elección de representantes al Congreso Nacional, gobernadores y Presidente de la República.  

La crisis financiera de 1994:

Esta crisis se presentó con secuelas persistentes en 1995, y se manifestó en cuatro etapas; en cada una de ellas un banco importante o grupo de bancos y las instituciones financieras conexas incurrieron en situaciones de insolvencia, transitoriamente encubiertas por insuficiencia de liquidez. El primer caso, fue el del Banco Latino, de grandes dimensiones, pero estructuralmente débil, por haberse sobregirado en su capacidad de financiamiento e incurrido en negocios no propiamente bancarios. Cuando el doctor Caldera tomó posesión de la presidencia de República la caída del Banco Latino era un hecho. Pero poco tiempo después, otros bancos, algunos vinculados al Latino, mostraron signos de quebrantamiento.

Así mismo, es importante recordar que el primero de enero de ese año, entró en vigencia la Ley General de Bancos y otros Institutos de Crédito, con reformas importantes  e innovaciones convenientes; pero la mayoría de las disposiciones legales no eran de fácil ni de inmediata aplicación, particularmente porque el órgano supervisor competente: La superintendencia de Bancos, no estaba preparados, ni disponía de los medios efectivos para poner en práctica las providencias legales nuevas.  

Ante la demanda emergente y masiva de retiro de depósitos bancarios a las instituciones que perdían confianza del público, Fogade (cuya función era y es la de garantizar tales depósitos hasta un determinado límite), no estaba en capacidad para satisfacer de atender con sus propios recursos los requerimientos que se hacían para hacer frente a aquella demanda y por ello, de acuerdo con la ley, recurrió al Banco Central en solicitud de anticipos.

Las consecuencias macroeconómicas  fueron las siguientes:

· Una contracción del PIB de casi 3%;

· Contracción de la demanda agregada interna de 4,5%;

· Una salida neta de capital cifrada en US$ 3.730 millones;

· Una tasa de inflación de 71%; 

· En julio de 1994, hubo la necesidad de establecer un régimen de restricciones cambiarias, con un tipo de cambio nominal fijo de Bs. 170 por un dólar de EUA, que se mantuvo hasta diciembre de 1995, cuando el gobierno decidió devaluar la moneda en una proporción de 70%, situándolo en relación con el dólar en un nivel de Bs. 290. 

Se ha criticado reiteradamente la actuación del BCV ante la crisis financiera, considerándola débil y hasta imprevisiva por no decir incompetente. Probablemente faltó una política de Estado, una estrategia coherente de poderes públicos en una coyuntura de emergencia sin precedentes al país. Ejemplo de esto fue, que al inicio del mandato del Dr. Caldera, la crisis estaba en marcha y tenía que procederse sobre la marcha.

Cuando el Ejecutivo estimó conveniente dotar a Fogade de medios de capitalización sobre la base de crédito público para fortalecer su potencial de actuación en la emergencia.  Sin embargo, era indispensable una coordinación efectiva de las autoridades y los organismos competentes en el campo monetario, bancario y financiero para la toma de decisiones dentro de una estrategia situacional.  Probablemente, la medida más aconsejable en los comienzos de la crisis era que el estado asumiera el control directo del sistema financiero, con carácter temporal, y garantizará a los depositantes sus haberes sin desembolso inmediato de efectivo.

Por otro lado, cuando hablamos de la gestión fiscal, según la experiencia venezolana, ha estado muy condicionada por la coyuntura petrolera.

En los últimos años, incluido el quinquenio en estudio, la proporción que representa la participación fiscal petrolera en el ingreso ordinario del Fisco ha venido descendiendo hasta situarse en 1998, en un 40%. Ello significa que el otro 60% procede de fuentes no petroleras.  Sin embargo la capacidad contributiva tributaria interna ha sido potencialmente superior a la indicada por las recaudaciones, lo que se explica por la elevada recaudación fiscal estimada en un 60% de aquella capacidad.

La creación del Seniat (Administración tributaria integrada. Sistema de recaudación de impuestos) a comienzos de 1994-1998 ha contribuido a mejorar el rendimiento de los tributos internos.  Esto ha elevado la contribución de empresas y los ciudadanos venezolanos a los ingresos globales del Estado, que se han acercado por primera vez al petróleo como fuente de ingresos fiscales.
 Pero lamentablemente, el sistema fiscal permanece sin reformas estructurales eficaces: la multiplicidad de exenciones y exoneraciones no justificables, la desorganización administrativa general, cuya evidencia más dramática es el régimen aduanero, entre otras deficiencias, determinan u defectuoso funcionamiento del sistema tributario.
 

La Estrategia de Gobierno:

Para Maza Zavala, la gestión de gobierno en el quinquenio se puede dividir en dos etapas: La de regulación o control económico parcial y relativo, y la de liberación y apertura económicas con persistencia de elementos regulatorios.  Para entender esta diferenciación hay que hacer referencia a los lineamientos y propósitos que expresó el Presidente de la República en su programa de gestión con el cual concurrió a la justa electoral de diciembre de 1993.  Ese programa se fundaba en la apreciación de la emergencia económica, financiera, social y política que entonces padecía el país.  Se puede recordar que el Presidente había expresado enfáticamente su disposición a no recurrir al FMI en solicitud de asistencia monetaria y que, de modo distinto, su compromiso se definía en el documento denominado Carta de intención al Pueblo de Venezuela.
Los aspectos más importantes del programa del Presidente Caldera se encontraron los siguientes: Orientación estratégica de una economía mixta, con intervención y participación del Estado sin dejar de contemplar la necesidad de estimular y promover el desarrollo de la economía privada.

La situación fiscal y del sector externo de la economía al inicio del período (1994) no era tan crítica como la que se ha hecho evidente al inicio del período 1999-2003: el precio promedio del petróleo se estimaba en US$ 13,50 el barril y el volumen de exportación  proyectado era de 2,34 millones de barriles diarios, superior al realizado en 1993.  Sin embargo, había aparecido los primeros signos de la crisis financiera sistemática que se abatió sobre la economía en 1994 y no existía, como se hizo evidente en el curso del fenómeno, ni mecanismos ni política de defensa del sistema.
 

De esta manera, podemos interpretar, que en los propósitos y la voluntad del presidente Caldera esa dramática crisis hizo modificar en forma y medida notables los designios iniciales.  Por otro lado, la base política parlamentaria del gobierno era bastante estrecha y el Presidente pudo lograr, en un esfuerzo de estrategia,  la cooperación de fuerzas opositoras en el Parlamento.  Por ello se le otorgaron poderes extraordinarios para tomas decisiones emergentes en materia económica, fiscal y financiera, bajo la forma de Ley Habilitante, en uso de cuyas facultades se decretó la Ley de Impuesto al Consumo Suntuario y Ventas al Mayor (en ligar del IVA), se modificó la Ley de Impuesto sobre la Renta, se creó  con carácter transitorio, un impuesto de débito bancario, fue creado el Seniat, se emitieron bonos del Tesoro para financiar el servicio de la deuda pública externa por un monto de 160.000 millones y otros bonos para capitalizar a Fogade.  Más adelante, se suspendieron las garantías económicas para permitir la modificación del régimen cambiario y se decretó la congelación de varios bienes y servicios de primera necesidad.

En el bienio 1995-1996 el gobierno resolvió devaluar la moneda en proporciones significativas, de tal manera que el tipo de cambio nominal, que en noviembre de 1994 estaba fijado en Bs.170, bajo control, se elevó a Bs. 480 en abril de 1996 con libertad cambiaria, demarcándose así la segunda u última etapa de la gestión gubernamental en estudio, caracterizada por el desmantelamiento de los controles y las regulaciones de índole económica, la apertura comercial interna y externa, la privatización de las empresas del Estado, la modificación estructural de la industria petrolera nacional, para incorporar en determinadas áreas de la actividad intereses privados extranjeros en su gran mayoría.

La imperfecta e inadecuada administración de la crisis financiera y la del llamado control de cambio abrieron camino a la segunda etapa de la gestión gubernamental a partir de Abril de 1996, cuando, bajo el nombre de Agenda Venezuela, fue reorientada la estrategia oficial hacia la liberización económica y estabilización. Se eliminaron las restricciones al mercado cambiario,  se liberaron los intereses bancarios por parte del Banco Central . Este cambio de estrategia  a mitad de período fue recibido por los sectores económicos y por los medios financieros internacionales como una "saludable rectificación" en contraste con los supuestos errores cometidos en la primera mitad del quinquenio.

A partir de abril de 1997 hasta la terminación del mandato presidencial, con reformas estructurales, no dio los resultados esperados en ninguna de las instancias proyectadas.  Las medidas contempladas en ese programa, con visto bueno del FMI, entre otras, son las siguientes: aumento del impuestos del impuesto a las ventas al mayor y al consumo suntuario, de 12,5% al 16,5%; aumento del precio de la gasolina; aumento de las tarifas de los servicios públicos.

 Los efectos recesivos e inflacionarios de la Agenda Venezuela se hicieron sentir con intensidad en 1996, con un descenso de 1,6% del PIB, una tasa de inflación de 103,2% y una tasa de desempleo de 12,4%. 
. Este porcentaje de inflación ha sido el más alto que se ha registrado en la historia económica de Venezuela y la caída del PIB es la tercera que se registra consecutivamente.

Al final de todo, la agenda Venezuela, terminó siendo una réplica de las recetas del FMI, sin el capital humano necesario para conducir un proceso autónomo de diseño y ejecución de un programa global y coherente de política económica. 

La Apertura Petrolera:

 La Apertura petrolera, se trata de un cambio petróleo-sociedad.  Es un cambio de aquel modelo rentista que una vez nos llevó con mucho éxito.  Gracias a aquel modelo, tuvimos un gran crecimiento, pero una vez derrumbados los precios del petróleo el mismo dejó de funcionar.  La apertura es un cambio a ese modelo rentista mediante el cual la industria le daba los recursos al Fisco y éste los distribuía a la sociedad de una manera muy deficiente, plagada de corrupción, clientelismo, etc. Lo que se está buscando ahora es que todos los venezolanos participemos en el negocio central de nuestra economía.

Una de los aspectos positivos de la crisis económicos que estamos viviendo, es que en Venezuela se logró un consenso en el país acerca de la necesidad de iniciar un proceso de apertura  de la industria petrolera, que si bien era necesario aún en el caso de que nuestra situación económica fuera muy buena, es probable que nuestros sectores políticos no lo hubieran entendido así.

La apertura petrolera que se realizó en Venezuela, se inició en 1993. En ese año se suscriben los primeros contratos de servicios para la reactivación y explotación de los yacimientos marginales. Para el momento estaban los contratos estratégicos de asociación, de los cuales podemos mencionar: El Proyecto Cristóbal Colón, entre Lagoven, Shell, Exxon y Mitsubishi. También están los contratos para la explotación y mejoramiento de la Faja del Orinoco de los cuales se ha firmado con Maraven, Total Oil, Ituchu, Marubeni, Arco, Mobil, etc.

Ahora bien,  citando a Toro Hardy "es necesario aclarar que esta inversión es indispensable pero no suficiente. Es necesario que además el resto de la economía también pueda tomar el rumbo del crecimiento. Y para que esto pueda ocurrir es necesario generar confianza, y que para generar confianza, es necesario resolver los problemas económicos....el país sin duda alguna podría entrar en el Siglo XXI con un ambiente distinto de optimismo y crecimiento, porque sólo por la vía del crecimiento económico se pueden resolver los problemas sociales que actualmente aquejan al país."

En síntesis, este período ha sido de graves dificultades y desequilibrios, con tendencia recesiva en lo económico y regresiva en lo social. Venezuela está en una situación crucial, en un terreno muy cargado de riesgos. Además, no se ha contribuido a solucionar los problemas político-institucionales, y el grado de inconformidad social (elevado y creciente) no ha llegado al punto de explosión, pero la emergencia es, en términos médicos, de pronóstico reservado. 

Política Exterior:

El panorama internacional nos demuestra la incertidumbre en la cual estamos sumergidos, y que nadie escapa e ella. Para ello, es esencial describir, la situación de Venezuela y su relación con otros países del Hemisferio.

Junto al llamado "efecto tequila" que sucumbieron a toda los países de la región en una crisis económica, se le sumaron otros eventos, que terminaron por conformar el gran panorama al cual hacía referencia con anterioridad.  Las tensiones subregionales a las cuales nos referimos son fundamentalmente entre Venezuela y Colombia, por un lado, y entre Ecuador y Perú, por el otro; ambas contribuyeron a recalcar el debilitamiento del Grupo Andino. Paralelo a esto, el Mercosur se está fortaleciendo con su particular dinamismo comercial, y la continuación y profundización del acercamiento  de Brasil a Venezuela, lo cual aumentaba el otro polo atractivo integracionista.

Ante esta situación, la política exterior venezolana, ha tenido que caracterizarse por un tono realista y ponderado, y dejar de tener un protagonismo inútil. Todo esto significa, reorientar, reducir, reordenar problemas y compromisos. Así pues se tiene que:

· Reorientación: asumir los límites domésticos y globales, y de moverse en ellos, estas redefiniciones deben ser visibles en las propuestas venezolanas a la agenda de la Cumbre de las Américas. La lucha por el mantenimiento de la democracia continuó siendo repensada en Miami, la lucha contra la corrupción y la pobreza, en concordancia con el discurso político doméstico. El tema petrolero tuvo tanto la aprobación del régimen de apertura petrolera como las propuestas de cooperación energética hemisférica  siguieron una línea de relativa continuidad y adaptación a las nuevas realidades del mercado internacional.

· Reducción: El foco prioritario de atención se ha continuado moviendo hacia la activación de relaciones con Brasil y con los países miembros del Mercosur a partir de un conjunto de acuerdos bilaterales para el desarrollo de relaciones comerciales, de cooperación y de atención permanente a temas de interés común, incluido el apoyo de Venezuela a la participación de Brasil como miembro permanente en el Consejo de Seguridad de la ONU.

· Reordenación: La expresión presidencial de la idea de convertir a Venezuela en "bisagra" en el proceso de integración entre el Grupo Andino y el Mercosur, a través de la relación inicial con Brasil, recoge muy bien la esencia de la reordenación de los espacios y de los asuntos en la agenda venezolana. Antes era con Colombia, ahora lo es con Brasil, ya que no es meramente geográfico, sino que existe una profunda revisión de las políticas de integración

La defensa y promoción democrática es objeto de reiterado análisis académico y debate público, mientras que el Presidente Caldera y diversos voceros de su gabinete le conceden extensos párrafos en sus discursos. Sin embargo, en nuestro país el tema no sólo está desprovisto de un diseño estratégico y de cursos de acción coherentes e integrales, sino que ni siquiera ha pasado a formar parte prioritaria de la agenda de política exterior venezolana como sí ocurría en el pasado
.

La actual política gubernamental en materia internacional se ha centrado más en asuntos bilaterales  comerciales y fronterizos destacándose las relaciones con Colombia, Brasil, México y Mercosur, mientras que la tradicional política de promoción de la democracia ha sido limitada a la llamada lucha anticorrupción
. 
La promoción de la democracia que en materia de política exterior emprendieron los gobiernos venezolanos desde 1.958 hasta 1.993, período en el cual nació, se desarrolló y declinó el sistema populista venezolano.

Las estrategias de ese política, eran la Doctrina Betancourt (legitimación y proyección de la imagen democrática de Venezuela) y el Pluralismo Ideológico, es decir, la búsqueda de un consenso autonomista con todos los países de Latinoamérica, independientemente de su régimen o ideología. Estas estrategias conformaron dos estilos diferentes de promoción democrática. Nos sirvieron de mucho. Por lo que, el gobierno venezolano durante el mandato de Caldera, debió tener como eje, el objetivo de la promoción y defensa de la democracia.

La política exterior de Caldera debió tomar en consideración esta promoción, sin embargo, la realidad fue que se dedicó a la lucha anticorrupción. Esta propuesta fue llevada a la Cumbre de Las Américas, a la IV Conferencia Cumbre Iberoamericana, a diversas reuniones del Grupo de Río y al seno de la ONU y la OEA; con miras a que se estableciera una convención internacional en esa materia. En fin, el objetivo venezolano de la defensa y promoción de la democracia venezolana ha sido desplazado por el de  la lucha anticorrupción.

Venezuela buscó firmar un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional. Con respecto a esto, los Estados Unidos utilizaría su posición en dicho organismo y otros que sirvan para el desarrollo del plan económico  de Venezuela, como lo son, el BID, el BM.

En el caso del bloqueo estadounidense a Cuba. Venezuela condenó dicha acción y rechazo la promulgación de la Ley Helms-Burton en el contexto de las Naciones Unidas.  Venezuela durante este quinquenio no tuvo una política exterior sumisa, sino, todo lo contrario, ya que en ocasiones fue sancionada por su gestión de la lucha antidrogas,  debido al informe redactado por nuestro país que fue presentado ante el Congreso de los Estados Unidos, el cual se caracterizó por un contenido fuerte, lo que permitió la inclusión a Venezuela en la lista de países certificados en la lucha contra el narcotráfico. También se ha llevado a cabo, las firmas de ciertos acuerdos sobre inversiones, propiedad intelectual, subsidios y doble, a través de una serie de conversaciones informales con el gobierno estadounidense.

La agenda de Venezuela es variada y múltiple, sobre todo, en lo novedoso de los temas a tratar, como lo son, derechos humanos, propiedad intelectual, apertura económica, migraciones, entre tantos. Es por ello, que las relaciones bilaterales se han tornado más conflictivas que cooperativas, aunque la intención sea esta, ya que no es cuestión sólo de coincidir, sino de negociar temas como el narcotráfico, propiedad intelectual y derechos humanos. Nuestra relación con Estados Unidos se basa principalmente en el petróleo y  comercio, debido a las coincidencias históricas entre ambos países, y por ser Venezuela uno de los principales proveedores de petróleo a EE.UU. junto con Arabia Saudita.

El objetivo de la promoción y defensa de la democracia, ya no es primordial, y eso se lo debemos básicamente a la situación política interna de nuestro país, a raíz de los acontecimientos sucedidos el 27 y 28 de febrero de 1.989 y 4 de febrero de 1.992. Nuestra democracia se resquebrajó con estos hechos, que fueron producto de innumerables momentos de corrupción por parte de los gobernantes, lo cual conllevó al pueblo a enardecer  y desbordarse por las calles empañando la imagen de la democracia "modelo" venezolana que hasta hace poco era ejemplo para todos los países latinoamericanos.

En Resumen:

El gobierno de Caldera significó el punto más álgido de la ruptura del sistema puntofijista de conciliación de élites y de reparto de riquezas. El país se encontraba en una grave crisis institucional que desvirtuó al sistema político e hizo imperante la intervención de este mandatario para el mantenimiento del sistema y para evitar que éste fuera derrocado definitivamente.

Al igual que los quinquenios anteriores, al inicio de la administración del Presidente Caldera, Venezuela se encontraba en un seria crisis económica. Esta se caracterizaba, por un agudo desequilibrio fiscal, por el estallido de una crisis financiera que se venía gestando desde varios años, por la reducción de los precios internacionales del petróleo, por un repunte inflacionario de importancia, y por una recesión en las actividades económicas distintas al petróleo: la fragilidad de las finanzas públicas, el acentuado deterioro de la distribución del ingreso y el consecuente empeoramiento del nivel de vida de amplias capas de la población.

Por otro lado, el deterioro institucional del Seniat, la falta de control sobre el rendimiento fiscal de la industria petrolera y la caída de la tributación interna en términos reales, son signos inequívocos del desordenado manejo de las finanzas públicas en estos años. Aspecto que alcanza sus mayores cuotas en lo referido a la deuda pública. 

Bajo tales características resulta difícil admitir que  en Venezuela ha funcionado un programa económico coherente y confiable, a no ser que para esto sólo se tome como criterio la evolución del tipo cambiario. La confianza depende de la credibilidad del público en lo que promete el gobierno y ésta no ha sido precisamente una virtud del gobierno en estos años. Si bien es cierto, que en el sector petrolero se ha producido una recuperación de la inversión privada nacional y extranjera. Sin embargo, en el resto de las actividades económicas, donde se genera la mayor parte del empleo y el valor agregado nacional, aún persiste una situación general de estancamiento o paralización.  

Capítulo 10

HUGO RAFAEL CHÁVEZ FRÍAS 

2/2/1999-?

Con factores del MBR-200 y grupos inconformes constituyó a fines de 1997 el Movimiento Quinta República MVR. Sucesivamente, se le unieron viejas organizaciones de izquierda, como el MAS, PCV, y el MEP; y radicales de reciente formación: PPT. Con estas y otras organizaciones, Chávez gana los comicios Presidenciales, realizados el 6 de Diciembre de 1998, los cuales mostraron el nuevo escenario político venezolano.  En este proceso participan otros grupos políticos en la contienda electoral.

Se conforma el Polo Patriótico, que no pasó de ser la sumatoria de minúsculas agrupaciones  (MVR, PPT y LCR) sin una base ideológica común pero con un claro objetivo; desplazar los partidos tradicionales apoyando al emergente y controvertido candidato: Hugo Chávez.

El Presidente electo, Hugo Rafael Chávez Frías, hizo entrada al hemiciclo el 2 de Febrero de 1999, fecha del día final de ese modelo político con tantas limitaciones y defectos: El Pacto de Punto Fijo. 

Luis Alfonso Dávila, presidente del Parlamento, mencionó los importantes retos sociales y políticos que obligan al nuevo Presidente frente a su gestión de gobierno. Cuestionó la dilapidación de los ingentes recursos que ha tenido Venezuela, y buscó explicación en el sistema democrático y en sus conductores. Su solución fue inmediata: "Son los conductores y no el sistema la causa de los fracasos".

Aludió a la necesidad de refundar la República, proyecto político de Chávez, y consideró que el nuevo Presidente puede llevarlo acabo a cabo a través de la convocatoria de la Asamblea Constituyente. Con este instrumento, Dávila afirmó que se firmará "un nuevo pacto social para insertar a Venezuela en el marco de la mundialización. Un compromiso que asume ante el mundo el nuevo gobierno de Venezuela". 

Política Nacional:

El Presidente Chávez, asumió la Presidencia de la República de Venezuela, ante un clima de inestabilidad económica,  pero especialmente caracterizada por un dramático cambio en los precios del barril petrolero, ocho dólares aproximadamente. Por otro lado, a llegar al poder, denuncia la situación encontrada, y de esta manera realiza un acoso político con el fin de romper la inercia y el vínculo con el pasado, con los ..."Cuarenta años de Cúpulas Podridas". Así, frente al protagonismo de los partidos, Chávez se presenta como el gran iniciador del proceso de reforma constitucional. Afortunadamente, y gracias a negociaciones con la OPEP, los precios del crudo han aumentado vertiginosamente, pero el escenario económico, y social no son los  más alentadores de todos.

Proceso Constituyente:

A dos días de emitido el Decreto Nº 3, convocando al referendo para la Asamblea Constituyente, se inició un periplo de demandas de nulidad ante la Corte suprema de Justicia. 

El 10 de Febrero, Gerardo Blyde presento una demanda porque la resolución violaba el derecho a la participación. Se declaró inadmisible por cuestionar  el decreto presidencial y no el acto de revisión del CNE.

El 18 de marzo, la CSJ con base a la demanda de Gerardo Blyde, sentencia la anulación de la segunda pregunta, interpreta el ámbito de la Constituyente para establecer que no será originaria, por lo tanto no podrá disolver ningún poder constituido y ordena al Consejo Nacional Electoral que reformule las bases emitidas por el Presidente.

En efecto, una vez lograda la decisión de la Corte, la oposición siente que ganó una batalla, ya que las bases son modificadas el 24 de marzo por el CNE, en cuanto al número de miembros que conformará la Asamblea, el número y la organización de las circunscripciones y las condiciones de inelegibilidad de los aspirantes.

Finalmente, los resultados referendarios fueron tomados para despotricar de la legitimidad de la Asamblea y de la popularidad, e incluso del propio Presidente.  El hecho es que ganó el SI, el cual generó que, prácticamente, al día siguiente se comenzaran a escuchar voceros que se negaron a respaldar la consulta, manifestando deseos o aspiraciones de participar como asambleístas.  

Después de ser electos los asambleístas constituyentes, en un transcurso de casi tres meses fue redactada la Nueva Constitución Bolivariana de Venezuela. El 15 de Diciembre, a pesar de la situación de emergencia Nacional que vivió el país, fueron realizadas las elecciones para aprobar la Nueva Carta Magna. 

Nueva Carta Magna:

Con la vigencia de la Nueva Constitución Nacional de 1999, el Poder Público se transformó del tradicional esquema de tres poderes, heredado de las ideas de Charles Montesquieu y Juan Jacobo  Rousseau, a una estructura de cinco poderes: Ejecutivo, Legislativo, Judicial, Ciudadano y Electoral.

La Asamblea Nacional Constituyente decretó un Régimen de Transición del Poder Público, para realizar los cambios pertinente de la pasada Constitución Nacional a la aprobada en el referendo del 15 del 15 de Diciembre de 1999. De esta manera, nombró una comisión Legislativa Nacional,  integrada por 21 personas, que se encargará de las funciones de la Asamblea Nacional, hasta tanto se elija el nuevo cuerpo legislativo.  Asimismo, fueron designado los magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, el Fiscal General de la República, el Contralor General de la República y el Defensor del Pueblo.

Poder Legislativo Nacional:

Será ejercido por la Asamblea Nacional, anteriormente llamado Congreso Nacional, conformado por diputados elegidos en cada entidad Federal, según una base poblacional de 1,1% de la población total del país. Además, cada entidad podrá elegir a los representantes a la Asamblea Nacional.

Esta Asamblea estará conformado por una Cámara y a diferencia de la Constitución de 1961,  acepta la postulación de los venezolanos por naturalización con quince años de residencia dentro del territorio venezolano.

El artículo 187  enumera las atribuciones de la Asamblea Nacional.

Poder Ejecutivo:

Aunque la nueva constitución introduce la novedad del vicepresidente Ejecutivo, el Presidente de la República continúa ejerciendo la jefatura del Estado y del Ejecutivo Nacional.  El Vicepresidente Ejecutivo es colaborador inmediato del Jefe de Estado y de Gobierno y es designado y removido por éste.

El período presidencial fue modificado de 5 años a 6 años, además de la posibilidad de la reelección inmediata y por una sola vez para un nuevo período. El Presidente de la República podrá  disolver a la Asamblea Nacional cuando ésta destituya en tres oportunidades en un mismo período al Vicepresidente Ejecutivo.  En este caso deberá convocarse a elecciones para una nueva legislatura dentro de los 60 días siguientes a su disolución.  La Asamblea Nacional no podrá ser disuelta el último año de su período constitucional. El artículo  236 enumera las atribuciones del Presidente de la República.

Poder Judicial:

El sistema de Justicia está constituido por el Tribunal Suprema de justicia, los demás tribunales que determine la ley, el Ministerio Público, la Defensoría Pública y los órganos de investigación penal.

El Poder Judicial es independiente y el Tribunal Supremo de Justicia gozará de autonomía funcional, financiera y administrativa.

El Tribunal Supremo de Justicia (anterior CSJ) se encarga de la dirección, el gobierno y la administración del Poder Judicial, la inspección y vigilancia de los tribunales y de las defensorías públicas.

Encontramos las atribuciones del Tribunal supremo en el artículo 266.

Poder Ciudadano:

Se ejerce por el poder Moral Republicano integrado por el Defensor del Pueblo, el Fiscal General de la República.  Los Órganos que ejercen el Poder Ciudadano son la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y la Contraloría General de la República.  Estos tienen a su cargo, prevenir, investigar y sancionar los hechos que atenten contra la ética pública y la moral administrativa; velar por la buena gestión y  la legalidad del uso del patrimonio público, el cumplimiento y la aplicación del principio de la legalidad en toda la actividad administrativa del Estado, e igualmente, promover la educación como proceso creador de la ciudadanía, así como la solidaridad, la libertad, la democracia, responsabilidad social y el trabajo. (artículo 274)

Poder Electoral:

El Poder Electoral lo ejerce el Consejo Nacional Electoral (CNE) como ente rector y, como órganos subordinados al CNE: La Junta Electoral Nacional, La Comisión de Registro Civil y Electoral y la Comisión de Participación política y Financiamiento.

Política Económica:

  
Para  tratar de llegar a una solución más saludable, Chávez ha plateado, el concepto de Humanismo Económico o Tercera Vía, lo cual refleja la franca intención de armonizar la acción del Estado con las iniciativas de la economía de mercado y el papel de la sociedad.  La definición del Presidente es la siguiente: "El Estado debe recuperar su capacidad para regular con eficacia el mercado y conseguir la armonía entre las necesidades de la población y el libre juego de la oferta y de la demanda"

Los días han pasado, con nuevos anuncios económicos (aumento salarial del 20%, recorte del 10% del gasto Fiscal, Mayor Control en las Aduanas), cambios de gabinete, aprobaciones de Leyes por parte del Congreso Nacional: Ley  Habilitante, la cual incluye:

Reforma de la administración pública: Reducir el tamaño del Estado, central y administración descentralizada; reforma de la Ley de Carrera Administrativa para flexibilizar el manejo de los salarios públicos, lo cual estaría orientando a facilitar el reconocimiento del mérito.

Reforma Financiera: a través de la revisión de los mecanismos de asignación de presupuesto público para actualizarlos tecnológicamente, hacerlos más sistemáticos u ágiles; regular los aportes del Estado a fundaciones privadas y reforma de la Ley de Aduanas.

Reforma Tributaria: derogación del ICSVM e implantación del IVA, reforma de la Ley de Impuesto sobre la Renta y del Código Orgánico Tributario para acentuar  los castigos contra evasión.

Área de desarrollo socioeconómico: La creación de un sistema nacional de garantías recíprocas, medidas de salvaguarda comerciales que eviten el dumping, medidas de protección y promoción de inversiones que Chávez tanto mencionó durante sus viajes al exterior, reforma de la Ley de Concesiones para hacerlas más atractivas a la inversión privada.

Gestión Fiscal del Gobierno central en 1999:

En el manejo de la política fiscal durante 1999 fue determinante el comportamiento registrado en los precios de la canasta petrolera, cuyo notable crecimiento observado a partir de abril y su consecuente impacto positivo en los ingresos de origen petrolero permitió una mayor holgura en las cuentas fiscales, revirtiendo así las estimaciones de los primeros meses del año en torno al déficit fiscal de la gestión financiera de 7,4% del PIB para cerrar en 3,1% en diciembre de 1999.

Adicionalmente, en este menor desbalance presupuestario fue determinante la obtención de recursos provenientes de la aplicación del Impuesto al Débito Bancario y de la colocación de títulos públicos en el mercado interno, contabilizados como ingresos extraordinarios, los cuales aportaron  aproximadamente ingresos netos por el orden de Bs. 1.451 millardos.

Por su parte la recaudación petrolera mostró un crecimiento de 23% en relación a 1998 para ubicarse en Bs. 3.991 millardos.  En cuanto a la recaudación no petrolera registró un aumento de 18,6% para cerrar en Bs. 6.336 millardos, incremento menor a 1998, lo que se explica por la menor base impositiva como resultado de la caída experimentada en el PIB, la cual alcanzó 7,2%.

Producto Interno Bruto y desempleo en 1999:

El comportamiento de la economía durante 1999 continuó con la senda de contracción iniciada a mediados de 1998, a raíz del shock negativo en los precios internacionales del petróleo.  En este sentido, la ratificación de los recortes de producción petrolera, acordados por los países miembros de la OPEP en marzo del presente año, han permitido el sostenimiento de altos precios del petróleo con su respectivo efecto positivo sobre el saldo de la  balanza de pagos y la disminución del déficit fiscal.

Sin embargo,  para Venezuela en materia de crecimiento económico ha significado un costo, materializado en la caída del PIB petrolero, lo cual ejerció un efecto negativo sobre la demanda de insumos de otras actividades económicas.  Esto, junto a la incertidumbre asociada al proceso constituyente y la aprobación de la nueva Carta magna, la reducción del gasto público e inversión de la apreciación cambiaria condujo a una contracción en la mayoría de las actividades económicas del país.

Según el BCV, la caída del PIB total para este año se estima en 7,2% significativamente superior a la de 1998 cuando alcanzó 0,1%.  Donde el sector petrolero se contrajo en 6,8% contrastando con el crecimiento de 1,7% registrado en 1998, mientras que en el sector no petrolero la caída se profundizó pasando de 1,2 en 1998 a 6,9%. La contracción del aparato productivo se ha visto acompañada por un incremento en la tasa de desempleo y de la informalidad, para ubicarse a finales del tercer trimestre en 15,6%, cifra récord de la historia de Venezuela.

La caída del PIB no petrolero es el resultado de la contracción en las actividades productivas más importantes de la economía.  Es así  como el PIB Manufactura, Comercio y construcción, que representan conjuntamente casi 27% del PIB total, presentaron caídas por el orden de 10%, 16,5% y 20,4%. Sólo las actividades de electricidad y agua y de las comunicaciones experimentaron crecimientos de 1,2% y 19,3%, respectivamente, representado sólo 5% de la economía.

Inflación de 1999:

La tasa de inflación anual como variación puntual del Índice de Precios al Consumidor del Área Metropolitana de Caracas (IPC) alcanzó una cifra récord no observada desde hace trece, al registrar una variación acumulada de 20,1% lo que representa una disminución de 9,8 puntos porcentuales en relación a 1998 cuando alcanzó 29,9%.

Esto es el resultado más que de un logro de política económica, es el resultado del descenso experimentado en la demanda agregada interna 8,7%, dado el comportamiento observado básicamente en el consumo privado y la inversión pública que registraron caídas de 4,7 y 26,1% respectivamente.

Por su parte, en cuanto a componentes, el mayor ajuste de precios se observó en el componente nacional alcanzando un acumulado de 13,8%, mientras el componente importado mostró una menor velocidad de crecimiento alcanzando 6%.

Política Exterior:

La cancillería venezolana se propuso redimensionar la política exterior de Venezuela , acorde con los cambios políticos, jurídicos y de poder que se suscitan en el país y frente a los que dicta una dinámica mundial globalizada. Para atender a estos desafíos, requieren de una política externa más audaz, que no se ocupe sólo de lineamientos políticos y protocolares, sino que esté adscrita a un esquema más realista, de esta manera le permitiría a Venezuela responder con propiedad a sus intereses políticos y económicos y asirse de un espacio más digno en el actual contexto internacional.

La nueva estrategia diplomática tiene su eje en cuatro áreas básicas que se denominan fachadas: la atlántica, la caribeña, la andina y la amazónica y que tiene sus puntos neurálgicos en Guyana, Brasil, Colombia y el Caribe, vecinos y socios naturales.

En ese contexto y con el fin de ampliar el radio de acción internacional, el presidente Chávez, una vez electo Jefe de Estado y previo a su asunción al poder, abonó el terreno con una avanzada de contactos internacionales que lo llevó hacia Brasil, Argentina, Colombia, México, España, Francia, Alemania, Italia, Canadá, Cuba, Estados Unidos, República Dominicana y un extenso recorrido por el continente Asiático.

La llamada "Diplomacia Comercial, Económica y financiera", emprendida por la Cancillería, responde a la política de un estado promotor de inversiones y de importaciones, dispuesto a concretar acuerdos de cooperación internacional, enmarcados en la idea de que los asuntos económicos están sólidamente unidos al trabajo diplomático.

En el marco de la apertura económica y comercial, la Cancillería recoge las opiniones y proyectos de desarrollo e inversión de todos aquellos que invierten para incentivar el aparato productivo nacional, de manera de ir configurando un banco de datos.  La información recopilada se envía a las misiones de Venezuela en el exterior, encargadas de buscar interlocutores y a las representaciones diplomáticas acreditadas ante el Gobierno Nacional.

En cuanto a la Integración Regional, se propone que se agilicen los procesos de integración en Latinoamérica y el Caribe, con miras a la constitución de un solo bloque regional que consolide la Unión Latinoamericana. Demostración de esto, fue la reunión del Grupo de los 15, siendo el Presidente Chávez el único jefe de Estado latinoamericano que fue a la cita. Chávez abogó por una mayor integración regional y sostuvo que los países en desarrollo deben trabajar para salir de las crisis que afrontan.

Por otro lado, la unidad con el Mercosur es una de las prioridades venezolanas en materia de integración regional. La intención es integrarse al Mercosur con la Comunidad Andina.

Entre los acuerdos pendientes encontramos:

· Proyecto de Convenio entre Venezuela y Colombia relativos a la detención, recuperación y devolución de vehículos.

· Proyecto de Acuerdo sobre Asuntos Marítimos entre Venezuela y Sudáfrica.

· Proyecto de Convenio Educativo entre Venezuela y Argentina.

· Proyecto entre los miembros de la Asociación de Estados del Caribe para la Cooperación Regional  en materia de Desastres naturales.

En el inicio del proceso constituyente que se estaba desarrollando en el país, la más contundente acción opositora, en materia de política exterior, la encabezó el partido Acción Democrática, al enviar una carta al Secretario General del la OEA, César Gaviria, a principios de abril, advirtiéndole de supuestas amenazas a los poderes constituidos en Venezuela.  El secretario de asuntos exteriores de AD, Timoteo Zambrano, recordó en esa misiva que dentro de las normativas de la OEA existe la resolución 1.080, que al igual que el Protocolo de Washington, obliga a activar mecanismos diplomáticos por la mera inestabilidad del sistema democrático o amenaza sobre algún poder constituido, mediante la intervención del secretario general del organismo. El Presidente de la República contestó días después que le daba "pena ajena" esa carta y que los adecos "andan en un lloriqueo".

La Nueva Constitución fue aprobada en diciembre de 1999, luego de casi tres meses de discusiones dentro de la Asamblea Nacional, a partir del cual las relaciones internacionales de la República Bolivariana de Venezuela responden a los fines del Estado en función del ejercicio de la soberanía y de los intereses del pueblo. Asimismo la República promoverá y favorecerá la integración latinoamericana y caribeña, en aras de avanzar hacia la creación de una comunidad de naciones, defendiendo los intereses económicos, sociales, culturales, políticos y ambientales de la región.

Por otro lado, las políticas de integración y unión con Latinoamérica y el Caribe, Venezuela dará privilegio a las relaciones con Iberoamérica, procurando que sea una política común de toda nuestra América Latina.

Capítulo 11

VENEZUELA EN LA DÉCADA DEL RESURGIMIENTO

El fin de la Guerra Fría generó en los países andinos, y América Latina en general, la aguda preocupación por revertir su creciente marginación del sistema internacional. La adopción de políticas de libre mercado, la apertura comercial, la reducción de la intervención estatal y la integración económica fueron los medios para incrementar la eficiencia a fin de revitalizar  el comercio, la producción y la inversión y superar el atraso tecnológico. 

En la década de los  noventa el Grupo Andino comienza con grandes transformaciones que reactivarán el proceso que integración.  En efecto, los Jefes de Estado reunidos en el Consejo Presidencial en la Paz, Bolivia, en noviembre de 1990, adoptaron el Acta de la Paz en las que deciden tomar las riendas del proceso para impulsar los cambios necesarios que reactiven la integración andina.  Este proceso de consolidación  se va perfeccionando progresivamente bajo la conducción de los jefes de Estado como fue el caso de las reuniones del Consejo Presidencial andino efectuadas en Caracas en mayo de 1991 y en Cartagena, Colombia en diciembre de 1991; Las Actas de Caracas y Barahona complementan el conjunto de reformas que permiten la consolidación de la zona de libre comercio andina y establecen las bases para la formulación del arancel externo común y con él la unión aduanera andina.

Con la eliminación de los obstáculos y las restricciones en el comercio se despejó el camino para la integración económica, lo que permitió que los primeros años de la década de los noventa fueran de construcción, crecimiento y expansión.  En esta etapa empieza a desarrollarse de manera incipiente un proceso de concientización de las potencialidades de la integración y se van creando  bases para la confrontación de un lenguaje cooperativo donde las partes van asumiendo a la integración como una opción racional y beneficiosa.

En febrero de 1989, el Gobierno de Venezuela puso en marcha un programa de ajustes con el fin de corregir desequilibrios macroeconómicos, el cual incluyó una importante reforma del régimen de importaciones, mediante la eliminación de las medidas no arancelarias y el establecimiento de un arancel de aduanas con un tope máximo de 20% 

Después de asumir el poder por segunda vez en febrero de 1989,  Carlos Andrés Pérez cambió, por otro lado, al poco tiempo la estrategia de desarrollo hacia adentro por un modelo de orientación hacia fuera en el que las exportaciones no tradicionales, la empresa privada y las fuerzas del mercado de bienes intermedios y de capital, las exportaciones y un papel menor del Estado y de la inversión pública.  Sin embargo, la inestabilidad política desde 1992 impidió que se aplicaran las medidas.  El nuevo Gobierno de Rafael Caldera, impuso restricciones cambiarias y otras medidas contra el libre mercado y ha tratado de aplicar, sin éxito, nueve programas económicos.

Las exportaciones de Venezuela al Grupo Andino crecieron en todos los años de esta fase excepto en 1991, en que disminuyeron en 3%. Estos resultados determinan un apoyo al programa de liberación, que se reforzó por la apertura de su mercado a partir de 1989.

A mediados de 1989 el gobierno venezolano anunció la liberación de sus importaciones.  La estructura tarifaria en 1992, cuando ocurrieron los cambios, tenía cuatro tasas (5, 10, 15 y 20%) y todas las restricciones no arancelarias se habían  eliminado. El sector de automotores, por acuerdo con Colombia y Ecuador, tuvo un arancel máximo de 35%. El promedio arancelario se redujo de 31% en 1988 a menos de 12% en 1992. Los objetivos de la reforma arancelaria venezolana eran muy similares a la propuesta de la Junta sobre el Arancel Externo Común (AEC): cuatro tasas básicas, tratamiento especial a los automotores y ciertas excepciones. El apoyo de Venezuela al AEC estaba garantizado.

Julio Chan Sánchez,  en su artículo de la revista Nueva Sociedad, "Aspectos Políticos de la Integración del Grupo Andino, 1989-1996", plantea que los países del Grupo Andino no querían desmantelar sus sistemas de promoción de exportaciones, como lo había hecho Perú, ni tampoco uniformar sus políticas económicas.  En definitiva, los países andinos decidieron abandonar la armonización de políticas a partir de 1992 y, por tanto, renunciar a un área de libre comercio, debido a que la interdependencia andina, mediada por la magnitud del comercio, apenas superaba 10% de las exportaciones totales.

Algunos Catedráticos de Integración, como es el caso del Decano de la Facultad de Economía de la Universidad Javeriana de Colombia, Luis García, dijo que la  Comunidad Andina es un completo fracaso. Desde que se fundó en los años 60, nunca ha podido cumplir con sus compromisos.

Plantea además, que toda iniciativa de integración es en sí misma un proyecto político, y la CAN en sus 30 años no ha logrado articular un proyecto político. 

Por otro lado, considera que la Comunidad Andina ha trancado los flujos comerciales con negociaciones "milimétricas" entre los países miembros, que al final no han llevado a nada. Esto tiene una razón, y es que en momentos de globalización es mucho más difícil echar adelante un esquema de integración, porque los aranceles son muy bajos, la competencia internacional es muy grande y la discriminación de terceros a favor se sus vecinos andinos, no constituye un buen negocio.

Desde su perspectiva, considera que Venezuela y Colombia miran hacia el norte y Centro América; tiene negocios muy importantes, pero no son de la CAN,  sino porque son vecinos y tienen muchas cosas en común. Venezuela y Colombia tiene más interés de integrarse hacia el Norte, con Centroamérica y México.

La Comunidad Andina está unida más que todo por el sueño de Simón Bolívar, y muy poco por una reales condiciones económicas que sean para los países un buen negocio aliarse frente a otros bloques.
 Pese a que es un sueño el ideal Bolivariano, hoy en día se ha convertido en una situación de rebeldía la actitud venezolana para con el proceso de Integración Andino.

En 1996 en Tribunal Andino de Justicia inició una serie de procesos jurídicos por incumplimiento de normas andinas que antes hubiesen parecido innecesarios, pero es que la integración económica también trae consigo diferencias que parten de lo esencial: la manera de implementar las nuevas normas y los cambios en cada país.

Hasta cierto punto es lógico que cada país pretenda implementar  las normas andinas en la medida de sus realidades, y es que cada uno de los integrantes del bloque tiene sus particularidades.  Para nadie es un secreto que los niveles inflacionarios de Venezuela y Ecuador están bastante por encima de los países del resto de la región, ni que las exportaciones bolivianas no llegan a representar 3% del total andino exportado hacia el mundo.  Tales diferencias, ponen de manifiesto que con el año que acabó también culminó la década dorada de la CAN.

Todos estos factores se relacionan íntimamente en momentos cuando los países andinos están más concentrados en salir de sus crisis económicas internas que alcanzar una integración más efectiva.

El viraje que ha tenido la política venezolana en el marco de la integración andina pone en estado de alarma al resto de los países  de la CAN. Recién instalado el Gobierno de Chávez se estrenó ante los socios andinos amenazando con retirarse de la CAN si no se adelantaban los acuerdos de integración con el MERCOSUR. Este ha sido el inicio de las divergencias. 

A lo largo del año pasado, Venezuela se destacó en el bloque andino por ser un gran infractor de las normas del Acuerdo de Cartagena, documento que funge como base jurídica de la integración.  El Tribunal Andino de Justicia, en algunos casos demandas y en otros, sancionó a nuestro país por incumplimiento de la normativa andina vigente.

El caso más sonado fue el de la aplicación del trasbordo de mercancías en la frontera colombo-venezolana, situación que logró resquebrajar las relaciones comerciales entre ambos países, cuyo comercio los ha colocado como el motor de la integración andina.

El aumento del 5% del arancel a los principales rubros venezolanos de exportación, fue una sanción acordada por el Tribunal Andino de Justicia debido a las restricciones impuestas por Venezuela a las importaciones de ajos procedentes de Perú desde 1995.

Otra sanción que ha recibido nuestro país fue por las restricciones a las importaciones de cebollas procedentes de Perú, las importaciones a las restricciones de café tostado procedente de Colombia, y la no aplicación de la valoración aduanera contemplada en las decisiones 378 y 379 del Acuerdo de Cartagena.

Para el Presidente del Foro de Integración y Comercio Internacional, Jorge Castro, Venezuela ha sido el país que más se ha beneficiado con la integración andina, pero también, es el que más trabas ha colocado en los últimos meses al proceso. Por su parte, considera que si nuestro país insiste en mantener el tipo de políticas comerciales que ha desarrollado en los últimos meses, acabará por destruir un proceso de integración que está próximo a cumplir 31 años.

Por otro lado, se debe tomar en cuenta la recesión económica que ha afectado a todos los países miembros de la CAN, lo que ha traído como consecuencia que cada socio andino concentre sus esfuerzos en salir de sus crisis internas.

Otro signo nada alentador que dejó la CAN en 1999 fue un comercio binacional entre Colombia y Venezuela que registró una caída de 34,6%. Estos dos países considerados como el motor de la integración andina, razón por la cual resultan un espejo del decrecimiento en las relaciones comerciales del bloque.

Juan González Velasco, Presidente de la Cámara de Integración Económica Colombo-Venezolana, cree que la única manera de lograr que las negociaciones andinas no se enfríen es con crecimiento económico.    Venezuela ha sido el único país que no ha desarrollado políticas de expansión económicas que incluyen tasas de interés competitivas y sinceración en el tipo de cambio.

Por otro lado considera que, nuestro país debe desarrollar una política de expansión para que cese la presión de sectores económicos sobre el Gobierno, quienes solicitan la aplicación de más medidas proteccionistas. Asimismo, si no se implementan medidas de este tipo, se podrá apreciar en un futuro un proceso de desintegración de la CAN.

Ya ha transcurrido el primer mes del año 2000, y Venezuela no ha dejado de llamar la atención para los miembros de la Comunidad Andina.

Después de haber pasado por un proceso Constituyente, y aprobada la Nueva Carta Magna, Venezuela vive actualmente un proceso de preparación para relegitimar a cada una de las autoridades. Es por ello, que la Asamblea Nacional Constituyente disolvió el Congreso, con el fin de que los venezolanos voten por las connacionales que ejercerán la representación del país ante el Parlandino.

La Asamblea Nacional Constituyente aprobó un decreto que ordena el cese de funciones de los representantes  venezolanos en el Parlamento Andino. 

La Directiva del Parlamento Latinoamericano, plantea que con esa medida violatoria de tratados, estatutos y convenios Internacionales, Venezuela quedaría aislada, fuera del contexto de naciones, provocando una imagen totalmente opuesta a la pregonado por el Presidente Chávez, quien considera el tema de la integración de países  como área prioritaria dentro de sus proyectos políticos.

Según el Parlatino, la ANC viola el ordenamiento jurídico, los estatutos internos y el tratado de institucionalización del organismo internacional.

Dentro de la situación, la CAN fue clara al recordarle a los países "hermanos" que deben respetar las decisiones soberanas y legítimas que se adopten en Venezuela. Pero el Presidente de la República, le restó importancia al impasse con la CAN, y además se mostró convencido de que el mundo entenderá el proceso venezolano, y que además, este problema no va a entorpecer el proceso de integración latinoamericana, la cual, a su juicio, está en revisión , porque no se puede luchar por los modelos de integración latinoamericana, del siglo XX que fracasaron.
 

Sin duda alguna,  durante este año nuestro país continuará acaparando la atención de propios y ajenos, cuando se apliquen las sanciones.  No obstante, cada día se asoman nuevas razones para creer que éstas no serán las únicas rebeldías de Venezuela.

Conclusiones

“Mis últimos votos son para la felicidad de la Patria.

Si mi muerte contribuye para que cesen los partidos,

y se consolide la Unión.

Yo bajaré tranquilo al sepulcro ”

Simón Bolívar, 17/XII/1830


Simón Bolívar moría el 17 de diciembre de 1830. Sus últimas esperanzas se concentraban en impedir la desintegración latinoamericana promovida por determinados intereses partidistas. Su muerte no bastó en ese momento para que se consolidase la unión. Habría que esperar hasta las vísperas del siglo XXI para que las antiguas naciones hermanas vieran las ventajas de la unión.


 En definitiva, la Comunidad Andina no puede desvincularse de los procesos nacionales. Más aún en cierta medida están íntimamente ligados; no es posible esperar una proyección exterior sino se ha consolidado una unificación interna. Las dificultades de cada país andino van más allá de lo institucional para armonizar posiciones en ese ámbito, y peor aún ni siquiera han asegurado algunos aspectos a nivel nacional. Por consiguiente si no se tiene resuelto el problema interno, querer establecer políticas comunes es excesivamente ambicioso. Cómo se puede estar pensando en ello, si no somos capaces de respetar el Arancel Externo Común, por ejemplo.


En la actualidad todo parece indicar que se está trabajando sobre la búsqueda de convergencias para establecer un mercado común. La pregunta es cómo lograr una libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas, cuando aun existen obstáculo en temas como la Zona de Libre Comercio, la Unión Aduanera y las armonizaciones macroeconómicas. Antes de dar cada paso es necesario tener certeza sobre el suelo que se está pisando.


En términos generales la integración andina presenta, 30 años después, un mercado ampliado con un indiscutible crecimiento de las relaciones comerciales intra-andinas. Sin embargo estas relaciones son en un 80% de productos manufacturados, los mismos que tienen dificultades para penetrar en mercados de mayor competitividad. Habría que evitar que el mercado ampliado se convierta en una especie de ‘acampadero’, ya que nuestros productos necesitan adaptarse a los tiempos de la globalización.


En cuanto a las innovaciones, la institucionalidad, si bien aumenta el peso burocrático, asegura una cierta estabilidad en tiempos de crisis, la política exterior común se presenta como un mecanismo prematuro, y el esfuerzo social ha sido mal dirigido. La integración andina tiene defectos. No se trata de negar un esfuerzo que hoy en día es irreversible, sino más bien de mejorar los parámetros en la medida de lo posible. Si se quiere consolidar el proceso, es necesario crear mecanismos que estimulen reales intereses internos en el proceso de integración.


Aquí juega un papel fundamental todo lo que está dirigido hacia la concientización, el fomento, la educación y la divulgación de la integración hacia el eje de la sociedad: el individuo. No se puede seguir pensando en una integración exclusivamente económica ya que poco  a poco surgen limitaciones que hacen cada vez más evidente la necesidad de afianzar aspectos como el político, y sobre todo, el social.


Es importante acotar que nuestra nueva Constitución, en el Título IV, Del Poder Público, Capítulo I, Sección Quinta: de las Relaciones Internacionales; el art. 153 expresa que “La República promoverá y favorecerá la integración latinoamericana (...), en aras de avanzar hacia la creación de una comunidad de naciones (...).” Esto crea una gran contradicción, porque en este último año, el presidente de la Nación, prácticamente se ha encargado de deslegitimar el proceso de Integración de la Comunidad Andina; mientras que los pasados presidentes salvo Jaime Lusinchi y Ramón J. Velásquez, en medio de todos los problemas internos han tratado de promover el Acuerdo. Las excepciones de los presidentes nombrados se debe a que durante esos períodos de gobierno, los problemas internos tenían mayor preponderancia, lo que ocasionó que la Política Exterior fuera llevada de manera coyuntural.


Concluyendo, creemos que para que la Comunidad Andina de Naciones pueda consolidarse como un espacio de integración, los gobiernos nacionales deben tomar más en cuenta aspectos políticos; por otra parte Venezuela, es el país que debería llevar la batuta del proceso, ya que es el que tiene más potencialidades, más ventajas comparativas que los otros 4 países; eso es algo que no se puede desperdiciar así no más. Nuestros gobernantes deben poner más atención en ese proceso, en vez de estar soñando con asuntos irrealizables, como una unión con el Mercosur; y tratar de rescatar lo rescatable del proceso, para así comenzar a tener un mejor papel en nuestra área de influencia a nivel latinoamericano.
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